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Introducción

Según autores como Luís Paluzíe i Mir1, incluso el hombre primiti-
vo en este planeta hizo una utilización racional del bosque y la tierra, 
aprovechando para su propia subsistencia los elementos básicos que 
prestaban servicios dentro de su sistema de vida. No obstante, una ma-
yor huella sobre los recursos naturales empieza a apreciarse con su 
organización en comunidades y las consecuentes prácticas de pasto-
reo y agricultura, e incluso un impacto más alto se produce en épocas 
recientes, donde las nuevas prácticas industriales, culturales y sociales 
generan problemas ambientales, en su mayoría irreversibles.

Bajo este entendido, el hombre desde tiempos inmemorables ha 
reservado ciertos espacios –dentro del que ha delimitado como su 
territorio– para llevar a cabo determinadas prácticas religiosas, eco-
nómicas, socio-culturales o además ambientales. En este sentido, por 
primera vez en el mundo, a finales del siglo xix se declara en Estados 
Unidos  como el primer parque natural a Yellowstone2, en el que se bus-
caba la consecución de objetivos netamente conservacionistas y no la 
simple recreación de las poblaciones.

Los parques nacionales naturales en Colombia, así como en Estados 
Unidos, fueron concebidos para ser declarados como áreas que no se 
encontraran pobladas por comunidades, motivo por el cual su filosofía, 
condicionamientos y habilitación de actividades que allí se pueden de-

1 Luís Paluzíe Mir. Los espacios naturales protegibles: Su protección, regulación legal e in-
cidencia en la ordenación del territorio, Barcelona, Universitat Politècnica de Catalunya, 
1990.

2 Parque nacional creado por el Congreso de Estados Unidos y convertido en ley por el pre-
sidente Hiram Ulysses S. Grant (Point Pleasant, OH, 27 de abril de 1822 - Nueva York, 
23 de julio de 1885, 18.° presidente de Estados Unidos), el 1.° de marzo de 1872, con un 
área de alrededor de 9.065 km2 repartida entre tres estados: Wyoming (la mayor parte), 
Montana e Idaho.
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sarrollar, tienden a generar unas condiciones, en ocasiones, extremas 
para quienes habitan o usan dicho espacio, aún desde antes de la decla-
ratoria del área como reserva3.

Dentro del anterior contexto, esta situación ha concurrido al con-
junto de eventos en los que la protección del medio ambiente ha tenido 
que enfrentarse a las facultades derivadas del derecho de dominio, que 
genera múltiples conflictos y retos para el derecho y exige la puesta en 
balanza de los diferentes intereses. 

No aspira este libro a dar una solución definitiva a los conflictos 
mencionados, ni a armonizar de manera completa el derecho de pro-
piedad con la existencia de las áreas protegidas, ni mucho menos a 
garantizar de manera simultánea la plenitud de los atributos de dere-
cho de dominio dentro de este contexto. Esta investigación tiene por 
objeto presentar una reflexión de lo que representan las limitaciones 
impuestas a la propiedad por su coexistencia con un parque natural y 
busca, por un lado, proporcionar un análisis desde la teoría del núcleo 
esencial del derecho, y por el otro, mencionar algunos retos que debe 
afrontar el derecho dentro de este escenario.

Es por esto que este trabajo se ha desarrollado en tres capítulos: en 
el primero de ellos, se realiza un diagnóstico en el que se estudian las 
restricciones impuestas a la propiedad privada como consecuencia de 
tener que ser ejercida en un área comprendida dentro de un parque 
natural (para lo cual se debe partir por presentar en forma breve en 
qué se fundamenta la existencia de las áreas protegidas, para llegar en 
concreto a los parques naturales), continúa con una presentación de 
los límites específicos a los que se enfrentan en la actualidad estos pro-
pietarios, y concluye con una exposición general de la problemática, 
consistente en la ruptura del principio de legalidad producto de dicha 
situación. En el siguiente capítulo, se estudia el derecho de dominio 
en su contenido tradicional, para particularizar o precisar los funda-
mentos de las limitaciones que sufre el mencionado derecho cuando 
entra en contacto con la categoría parques naturales, se realiza además 

3 Comparte esta misma idea Yazmín Rojas Lenis. “La historia de las áreas protegidas en 
Colombia, sus formas de gobierno y las alternativas para la Gobernanza”, Revista Sociedad 
y Economía, n.° 27, 2014, pp. 155 a 175, quien haciendo mención a la forma en la que 
históricamente fueron concebidos los parques naturales en Colombia, relata que al mo-
mento de aislar la naturaleza del hombre, se buscaba mantenerla en un estado prístino.
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un análisis del contenido material del núcleo esencial de esta clase de 
propiedad desde las distintas teorías, en orden a determinar su apli-
cabilidad, dando una lectura de la situación en conjunto. Por último, 
en el capítulo tercero, se hace una breve mención relacionada con las 
particularidades del derecho de propiedad en parques, de cara a los 
atributos del derecho de dominio en general, junto con otros derechos 
reales; por último, se exponen algunas consecuencias relacionadas con 
la situación del derecho de propiedad tal como se encuentra contem-
plado hoy en día, por su contribución a la ruptura del principio de le-
galidad y prohibición. 

En este orden de ideas, al describir en el primer capítulo qué se li-
mita del derecho de dominio privado en parques naturales y en el se-
gundo hasta dónde se afecta el mismo, podemos en el capítulo tercero 
dar una mirada general de la situación del derecho sin perder de vista 
las condiciones que lo singularizan como tal, realizar un análisis más 
profundo de la condición de su núcleo esencial, para así hacer mención 
a algunas de las consecuencias que produce dicha situación y describir 
algunos de los retos que afronta la propiedad en este escenario.





Capítulo primero
Límites y potestades del propietario privado
en áreas protegidas de cara a las facultades 

tradicionales de otro propietario

Parece que el instinto propio de protección de la vida humana ha lle-
vado implícito un afán sumado a un interés especial en la protección 
de los recursos naturales, situación que conlleva a su vez a que el hom-
bre cree nuevos instrumentos jurídicos y sociales que le den algunas 
garantías frente a la incolumidad de ciertos territorios. Así ocurre en 
concreto con unas áreas en las que existen valores excepcionales que 
deben ser protegidos sin una intención distinta a la de la conservación 
de sus ecosistemas. En este sentido, a lo largo de los años el derecho in-
ternacional y colombiano, ha regulado en forma progresiva el régimen 
de actividades que pueden ser desarrolladas dentro de las menciona-
das zonas además de imponer unos límites concretos para los propie-
tarios y/o usuarios de tales áreas, lo que ha generado problemáticas de 
distinta índole, en especial para el derecho.
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I. La relación derecho-deber de las
disposiciones constitucionales ambientales
y las bases de las áreas protegidas

La tierra provee lo suficiente para satisfacer las necesidades de cada hombre,
pero no la avaricia de cada hombre

Mahatma Karamchand Gandhi

La Constitución Política de 1991 –también conocida en palabras de la 
Corte Constitucional4 y de algunos autores como Óscar Darío Amaya 
Navas, como la Constitución ecológica de Colombia–, fue la respuesta 
a acontecimientos sociales nacionales y a nuevas iniciativas mundiales 
en torno al medio ambiente como bien jurídico carente de una tutela 
de tal jerarquía. En este contexto, frente a los aspectos ambientales, 
surgió una doble connotación en las disposiciones normativas consti-
tucionales frente a los sujetos que intervienen, de manera que se con-
templan como un deber5, pero también como un derecho6. 

Las áreas protegidas son una clara expresión de ese doble alcan-
ce constitucional que tienen las disposiciones ambientales, ya que por 
un lado, contribuyen a la garantía del derecho colectivo a un ambiente 

4 De las primeras sentencias en las que la Corte se refirió a la Constitución Política deno-
minándola como “ecológica”, fue en 1992 a través de la Sentencia T-411 de 17 de junio de 
ese año, M. P.: Alejandro Martínez Caballero. Así mismo, le da lugar a ese concepto en 
sentencias como la C-495 de 26 de septiembre de 1996, M. P.: Fabio Morón Díaz; C-126 
de 1.° de abril de 1998, M. P.: Alejandro Martínez Caballero, o la T-760 de 25 de sep-
tiembre de 2007, M. P.: Clara Inés Vargas Hernández.

5 De manera ejemplificativa, tenemos: “Artículo 80: El Estado planificará el manejo y apro-
vechamiento de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su con-
servación, restauración o sustitución. // Además, deberá prevenir y controlar los factores 
de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños 
causados. // Así mismo, cooperará con otras naciones en la protección de los ecosistemas 
situados en las zonas fronterizas. // Artículo 95. La calidad de colombiano enaltece a 
todos los miembros de la comunidad nacional. Todos están en el deber de engrandecerla 
y dignificarla. El ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en esta Constitución 
implica responsabilidades [...] 8. Proteger los recursos culturales y naturales del país y 
velar por la conservación de un ambiente sano”.

6 Por cuya virtud: “Artículo 79: Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente 
sano. La ley garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan 
afectarlo. // Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, con-
servar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro 
de estos fines.
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sano y a su vez, conllevan a la imposición de unas cargas concretas. 
Aunque la Constitución Política no hace alusión literal a la expresión 
“áreas protegidas” ni define en qué consiste su concepto, dentro de 
todo el conglomerado de artículos que fijaron su atención en aspectos 
ambientales, hubo cuatro de ellos que establecieron de manera espe-
cial las bases constitucionales de dichas áreas. 

Así, el artículo 8.° estableció como deber del Estado y de las perso-
nas proteger las riquezas culturales y naturales de la Nación7, correla-
tivamente dispuso en el artículo 79 el derecho de toda persona a gozar 
de un ambiente sano y el deber del Estado de proteger la diversidad 
e integridad del ambiente, además de conservar las áreas de especial 
importancia ecológica. Concordante con lo anterior, se determinó en el 
artículo 58 la garantía de la propiedad privada como función social que 
implica obligaciones, a la que le es inherente una función ecológica, a 
su vez, en el artículo 63 se establecieron las características de inaliena-
bilidad, inembargabilidad e imprescriptibilidad de algunas categorías 
de bienes, dentro de las que se encuentran los parques naturales, como 
límite a la propiedad privada.

En resumen, estos cuatro artículos –8.°, 58, 63 y 79– constituyen 
los pilares fundamentales desde el derecho constitucional, para fun-
damentar la existencia y establecer los límites de las áreas protegidas

II. Marco normativo de los parques naturales:
límites, actividades permitidas y actividades prohibidas

Si para efectos del presente aparte se escogiera como parámetro de 
exposición la cronología de normas, sin duda frente a este aspecto ten-
dríamos que empezar por hablar de la Ley 2 de 19598 como una de las 
primeras referencias normativas al sistema de áreas protegidas. En el 
artículo 13 de dicho cuerpo normativo, se estableció que el Gobierno 

7 A cuyo tenor: “Artículo 8.°: Es obligación del Estado y de las personas proteger las rique-
zas culturales y naturales de la Nación”.

8	 Diario	Oficial, n.° 29.861, de 27 de enero de 1959. La citada ley versa sobre economía fo-
restal de la Nación y conservación de recursos naturales renovables, según la exposición 
de motivos, fue creada para reducir la amenaza que representaba la colonización agrícola 
indiscriminada para la flora, la fauna, el agua y los suelos. Tales áreas inexploradas econó-
micamente, se convirtieron en parques nacionales, cuya existencia no generaba reparo al 
desarrollo agrícola y ganadero y su conservación sí generaba beneficios muy importantes.
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Nacional en pro de conservar la flora y fauna de nuestro país, debía 
declarar como “Parques Nacionales Naturales” ciertas zonas en las que 
quedarían prohibidas las actividades de adjudicación de baldíos, la 
caza, la pesca, las actividades industriales, ganaderas o agrícolas y la 
venta de tierras.

Siguiendo con este parámetro, 15 años más tarde, con la expedición 
del Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección 
al Medio Ambiente –cnrn–9 se contempló10 lo que se debía entender 
por el Sistema de Parques Nacionales –spnn–11, sus finalidades12, las 
actividades permitidas, las prohibiciones y los tipos de áreas que lo in-
tegraban; cuestiones que fueron más adelante reglamentadas a través 
del Decreto 622 de 197713, compiladas por último en el Decreto 1076 
de 201514.

De esta manera, el cnrn advirtió que el Sistema de Parques Nacio-
nales se encontraba compuesto por las categorías así expuestas: de 
Parque Nacional15 Reserva Natural16, Área Natural Única17, Santuario 

9 Decreto 2811 de 18 de diciembre de 1974, Diario	Oficial, n.° 34.243, de 27 de enero de 
1975.

10 En opinión de Rojas Lenis: “Dicho decreto busca preservar y restaurar el medio ambien-
te, prevenir y controlar la contaminación, reglamenta el uso de los recursos naturales 
renovables y no renovables, de acuerdo con criterios de equidad que permitan la máxima 
participación social para el desarrollo armónico, la defensa de la salud y el bienestar de 
todos los habitantes del territorio nacional”. Rojas Lenis. “La historia de las áreas prote-
gidas en Colombia, sus formas de gobierno y las alternativas para la gobernanza”, cit.

11 Además del Sistema de Parques Nacionales, el Código Nacional de Recursos Naturales 
Renovables citado hizo mención a otras áreas de especial protección como: las áreas de 
manejo especial (art. 308 y ss.), las reservas de recursos naturales (art. 47), las áreas de 
reserva forestal (arts. 205 y ss.), entre otras.

12 Por cuya virtud el cnrn establece: Artículo 328. Las finalidades principales del sistema 
de parques Nacionales son: a. Conservar con valores sobresalientes de fauna y flora y pai-
sajes o reliquias históricas, culturales o arqueológicas, para darles un régimen especial 
de manejo fundado en una planeación integral con principios ecológicos, para que per-
manezcan sin deterioro; b. La de perpetuar en estado natural muestras de comunidades 
bióticas, regiones fisiográficas, unidades biogeográficas, recursos genéticos y especies 
silvestres amenazadas de extinción y para: 1. Proveer puntos de referencia ambientales 
para investigaciones científicas, estudios generales y educación ambiental; 2. Mantener 
la diversidad biológica; 3. Asegurar la estabilidad ecológica; y c. La de proteger ejempla-
res de fenómenos naturales, culturales, históricos y de otros de interés internacional, 
para contribuir a la preservación del patrimonio común de la humanidad.

13	 Diario	Oficial, n.° 34.759, de 5 de abril de 1977.
14 Diario	Oficial, n.° 49.523, de 26 de mayo de 2015.
15 Literal a, artículo 329, Decreto 2811 de 1974, cit.
16 Ibíd., literal b.
17 Ibíd., literal c.
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de Flora18, Santuario de Fauna19 y Vía Parque20. En todas estas áreas se 
prohibió la introducción y el trasplante de especies animales o vegeta-
les exóticas; el vertimiento, introducción, distribución, uso o abandono 
de sustancias tóxicas o contaminantes con potencialidad de perturbar 
los ecosistemas o causar daños en ellos; el uso de cualquier producto 
químico de efectos residuales y de explosivos, salvo cuando los últimos 
deban emplearse en obra autorizada; y las demás establecidas por la 
ley o el reglamento.

No obstante, a la hora de determinar las actividades que se encon-
traban permitidas en el Sistema de Parques Nacionales, particularizó 
la situación de cada una de las categorías y señaló aquellas potestades 
que se podían desarrollar en dichas áreas. Así, en los Parques Natura-
les Nacionales se permitieron las actividades de conservación, recupe-
ración y control, investigación, educación, recreación y cultura; en las 
Reservas Naturales y las Áreas Naturales Únicas, se permitieron las re-
lacionadas con la conservación, investigación y educación; en los San-
tuarios de Flora y Fauna se autorizaron las mismas actividades recién 
mencionadas aunadas a las de recuperación y control; y por último, en 
las Vía Parque se permitieron las actividades de conservación, educa-
ción, cultura y recreación.

Tal y como se mencionó antes, con la expedición del Decreto 622 de 
1977, se amplió el espectro de prohibiciones contempladas por la Ley 
2 de 1959 y por el Decreto 2811 de 1974, se excluyeron así mismo acti-
vidades concretas como la tala, rocería o fogatas por fuera de los sitios 
autorizados, las excavaciones, la causación de daño a las instalaciones 
o a las áreas mismas, las modificaciones significativas al ambiente, la 
recolección de productos provenientes de la flora, el porte de sustan-
cias inflamables, la disposición de basuras, la producción de ruidos que 
perturben el ambiente, la venta o comercialización de productos de 
cualquier índole, cualquier tipo de propaganda, el embriagarse, transi-
tar con vehículos comerciales o particulares por fuera del horario es-
tablecido, o incluso el tomar fotografías o grabaciones de sonido con 
fines comerciales, entre otras.

18 Literal d, artículo 329, Decreto 2811 de 1974, cit.
19 Ibíd., literal e.
20 Ibíd., literal f.
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Aunque con la Ley 99 de 199321 se dispuso una nueva distribución 
de competencias para las autoridades ambientales y se consolidó una 
categorización de áreas protegidas, dependiendo de si se involucraban 
intereses nacionales o regionales22, el Ministerio de Ambiente, Vivien-
da y Desarrollo Territorial23 expidió el Decreto 2372 de 201024 como 
respuesta a la necesidad de una reglamentación sistémica que regulara 
de manera íntegra las diversas categorías de áreas protegidas y sus 
denominaciones legales a la luz de las disposiciones previstas y esta-
bleciera los objetivos, criterios, directrices y procedimientos para la 
selección, establecimiento y ordenación de las mismas25. 

Dentro del conglomerado de artículos que componen el decreto 
en comento, se definieron los objetivos específicos de conservación26, 

21	 Diario	Oficial, n.º 41.146, de 22 de diciembre de 1993. Aquí, además de las categorías 
existentes para la época, incluyó a los parques naturales de carácter regional, las reservas 
naturales de la sociedad civil, a las áreas de interés ecológico nacional y a las áreas para 
la protección de los acueductos nacionales.

22 Gloria Lucía Álvarez Pinzón. Las áreas protegidas en Colombia, Bogotá, Externado, 
2011.

23 Recordemos que durante este periodo también se expidieron las leyes 160 de 3 de agosto 
de 1994, Diario	Oficial, n.° 41.479, de 5 de agosto de 1994; 357 de 21 de enero de 1997, 
Diario	Oficial, n.° 42.967, de 27 de enero de 1997, y 388 de 18 de julio de 1997, Diario 
Oficial, n.° 43.091, de 24 de julio de 1997, en las que se regularon asuntos relativos a las 
reservas a favor de las entidades sin ánimo de lucro, humedales Ramsar (en alusión a la 
Convención Relativa a los Humedales de Importancia Internacional, especialmente como 
Hábitat de Aves Acuáticas, celebrada en la ciudad de Ramsar, Irán, el 2 de febrero de 
1971; Colombia tiene nueve sitios designados como humedales de importancia interna-
cional) y los suelos de protección, correspondientemente.

24 Diario	Oficial, n.° 47.757, de 1.° de julio de 2010. Tal vez uno de los más grandes aportes 
de este Decreto 2372 de 2010 es que con anterioridad a su vigencia, no existía una cla-
sificación explícita de las áreas protegidas, sino que sólo existían cinco áreas de manejo 
especial y las llamadas reservas. Álvarez Pinzón. Las áreas protegidas en Colombia, cit.

25 Cfr. Considerandos o parte motiva del Decreto 2372 de 2010, cit.
26 En ibíd., artículo 6.° se definió lo que se debía entender por objetivos específicos de las 

áreas protegidas de la siguiente manera: “Objetivos de conservación de las áreas protegi-
das del Sinap. Los objetivos específicos de conservación de las áreas protegidas, señalan 
el derrotero a seguir para el establecimiento, desarrollo y funcionamiento del Sinap y 
guían las demás estrategias de conservación del país; no son excluyentes y en su conjunto 
permiten la realización de los fines generales de conservación del país. // Para alcan-
zar un mismo objetivo específico de conservación pueden existir distintas categorías de 
manejo por lo que en cada caso se evaluará la categoría, el nivel de gestión y la forma de 
gobierno más adecuada para alcanzarlo. // Las áreas protegidas que integran el SINAP 
responden en su selección, declaración y manejo a unos objetivos de conservación, ampa-
rados en el marco de los objetivos generales. Esas áreas pueden cumplir uno o varios de 
los objetivos de conservación que se señalan a continuación: // a. Preservar y restaurar la 
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aunque cada categoría de área protegida no constituye en sí un límite 
para que se materialice uno u otro objetivo particular de conservación 
(ya que pueden estar concebidas en orden a materializar cualquiera de 
ellos), en los distintos tipos de áreas, existen diferentes restricciones 
dependiendo de los valores que se encuentran allí inmersos, por tanto, 
del nivel de protección que a las mismas se debe brindar. 

En este orden de ideas, bajo los lineamientos del Decreto 2372 de 
201027, las categorías de áreas que conforman el Sistema Nacional de 
Áreas Protegidas –sinap– se dividen en dos grandes grupos: Las áreas 
protegidas públicas y las áreas protegidas privadas. En el primer con-
junto encontramos: 1. El sistema de parques nacionales naturales; 2. 
Las reservas forestales protectoras; 3. Los parques naturales regiona-
les; 4. Los distritos de manejo integrado; 5. Los distritos de conser-
vación de suelos; y 6. Las áreas de recreación. En el segundo de ellos 
únicamente se encuentran las reservas naturales de la sociedad civil. 

condición natural de espacios que representen los ecosistemas del país o combinaciones 
características de ellos. // b. Preservar las poblaciones y hábitats necesarios para la so-
brevivencia de las especies o conjuntos de especies silvestres que presentan condiciones 
particulares de especial interés para la conservación de la biodiversidad con énfasis en 
aquellos de distribución restringida. // c. Conservar la capacidad productiva de ecosis-
temas naturales o de aquellos en proceso de restablecimiento de su estado natural, así 
como la viabilidad de las poblaciones de especies silvestres, de manera que se garantice 
una oferta y aprovechamiento sostenible de los recursos biológicos. // d. Mantener las 
coberturas naturales y aquellas en proceso de restablecimiento de su estado natural, así 
como las condiciones ambientales necesarias para regular la oferta de bienes y servicios 
ambientales. // e. Conservar áreas que contengan manifestaciones de especies silvestres, 
agua, gea, o combinaciones de éstas, que se constituyen en espacios únicos, raros o de 
atractivo escénico especial, debido a su significación científica, emblemática o que con-
lleven significados tradicionales especiales para la cultura del país. // f. Proveer espacios 
naturales o aquellos en proceso de restablecimiento de su estado natural, aptos para el 
deleite, la recreación, la educación, el mejoramiento de la calidad ambiental y la valora-
ción social de la naturaleza. // g. Conservar espacios naturales asociados a elementos de 
cultura material o inmaterial de grupos étnicos”.

27 El Decreto 2372 de 2010, cit., tomó del cnrn algunas de las áreas de manejo especial y 
algunas de las reservas, y de la Ley 99 de 1993, cit., se tomaron parques naturales de ca-
rácter regional y las reservas naturales de la sociedad civil. En criterio de Álvarez Pinzón 
“Según la nueva norma, la diferenciación entre áreas protegidas de carácter público y 
áreas protegidas de carácter privado está dada solamente por la naturaleza jurídica de la 
persona que tiene capacidad para declararla y no por la propiedad que se tenga sobre los 
suelos, lo cual es de suma importancia ya que en las denominadas áreas protegidas públi-
cas hay un sinnúmero de terrenos que son de propiedad privada y que no dejan de serlo 
por la sola declaración de la zona como de conservación ambiental”. Álvarez Pinzón. Las 
áreas protegidas en Colombia, cit.
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De tal forma que el sinap se constituye como el conjunto de áreas 
protegidas, estrategias, instrumentos y actores que al trabajar de ma-
nera sinérgica, buscan como fin último la observancia de los objetivos 
de conservación nacionales e internacionales28. Gloria Lucía Álvarez 
Pinzón manifiesta que está compuesto por dos subsistemas de ges-
tión: uno de ellos es el temático en el que las áreas, los actores sociales 
e institucionales y los instrumentos y estrategias que los componen 
son reunidos bajo lógicas específicas de manejo, por ejemplo, las áreas 
marinas, y el otro, es el subsistema regional, el cual está integrado por 
el conjunto de áreas de cualquier índole (públicas o privadas, naciona-
les o regionales) existentes en las zonas establecidas por la regionali-
zación, por ejemplo, Caribe, Pacífico, Amazonía29. 

Las categorías de áreas protegidas que serán analizadas a lo largo 
de este documento serán en concreto las que se incluyen en el Siste-
ma de Parques Nacionales Naturales, que como se mencionó antes, se 
encuentran compuestas a su vez por parques nacionales, reservas na-
turales, áreas naturales únicas, santuario de flora, santuario de fauna 
y vía parque.

De manera que, para tener un esquema del lugar en el que se en-
cuentra el Sistema de Parques Nacionales Naturales, podríamos pre-
sentar el siguiente diagrama:

28 Parques Nacionales Naturales de Colombia. “Planes de manejo de áreas del Sistema 
de Parques Nacionales Naturales de Colombia”.

29 Álvarez Pinzón. Las áreas protegidas en Colombia, cit. 
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Fuente: Elaboración propia a partir del Decreto 2372 de 2010, cit.

Dicho esto, podemos adentrarnos en el problema que se genera para 
los propietarios de los bienes calificados como parques nacionales, al 
querer ejercer sus tradicionales atributos de uso, goce y disposición, 
toda vez que analizado el contexto anterior, solo les están permitidas 
las actividades relacionadas con la conservación, recuperación y con-
trol, investigación, educación, recreación y cultura.

En el marco del cnrn, las mencionadas actividades permitidas tie-
nen el siguiente contenido:

– Las actividades de conservación aportan al mantenimiento del es-
tado de los recursos naturales renovables y al de las bellezas panorá-
micas, contribuyendo al equilibrio biológico de los ecosistemas;

– Las de recuperación y control comprenden estudios e investiga-
ciones para la restauración total y parcial de un ecosistema o para los 
elementos o materias que lo condicionan;
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– Las de investigación conducen al conocimiento de ecosistemas y 
de aspectos arqueológicos y culturales, con el fin de aplicarlo al uso y 
manejo de los valores naturales del país;

– Las de educación son actividades para enseñar lo relativo al ma-
nejo, utilización y conservación de valores existentes y las dirigidas a 
promover el conocimiento de las riquezas del país y la subsecuente 
necesidad de conservarlas;

– Las actividades de recreación involucran el esparcimiento de los 
visitantes de áreas del sistema;

– Las de cultura son actividades tendientes a promover el conoci-
miento de valores propios de una región. 

De acuerdo con esto, el propietario de un bien que se encuentre en 
un área declarada como parque nacional natural sólo está facultado 
para ejecutar acciones derivadas de las mencionadas actividades, es 
decir, aun en ejercicio de su autonomía privada, no puede ejecutar 
otras que excedan este contexto. Esto, sin mencionar que el artículo 
63 Superior prohibió frente a los parques naturales la posibilidad de 
alienarlos, embargarlos o adquirirlos mediante prescripción, lo que 
además de delimitar el derecho del propietario, implicó la imposición 
de unas prohibiciones concretas para el mismo.

Si dejamos de lado el criterio cronológico de las normas expedi-
das frente a las limitaciones y facultades para los propietarios de los 
parques naturales, y acudimos a parámetros más académicos desde 
el punto de vista temático, se puede observar que las prohibiciones 
legales y constitucionales establecidas de cara a esta categoría de área 
protegida pública, son susceptibles de ser agrupadas de la siguiente 
manera: 1. Actividades comerciales, industriales, ganaderas, agrícolas, 
de caza o pesca; 2. Actividades contaminantes, utilización de produc-
tos químicos o disposición de residuos; 3. Adjudicación de baldíos30; 4. 
Limitaciones directas al derecho de dominio (prohibiciones del art. 63 

30 Aunque a primera vista la adjudicación de baldíos pareciera que tampoco fuera natural-
mente contradictoria con los objetivos de conservación de las áreas, recordemos que la 
Ley 160 de 1994 ya citada está inspirada en promover el acceso progresivo a la propiedad 
de la tierra de los trabajadores agrarios con el objeto de fomentar la adecuada explota-
ción y utilización social de las aguas y tierras rurales, lo que implica un aprovechamiento 
económico de la mismas. En este sentido, se comprende por qué con la adjudicación de 
baldíos se buscan unos objetivos específicos que pueden poner en riesgo la existencia y 
filosofía para la cual fueron creadas las áreas. 
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cpn); y 5. Generación de daños a las áreas, introducción de especies, 
producción de modificaciones significativas al ambiente o ruidos que 
perturben el ambiente natural.

De tal forma, se puede apreciar que la mayoría de grupos van enca-
minados en origen a la preservación, conservación y mantenimiento 
de las condiciones naturales de las poblaciones y hábitats ubicados en 
dichas zonas, tal como lo ordenan los artículos 5.° y 6.° del Decreto 
2372 de 2010 citado, en el marco de los objetivos generales y específi-
cos de conservación de las áreas protegidas.

III. Los parques naturales como objeto de protección
del derecho y fuente de obligaciones en la
jurisprudencia constitucional colombiana

La Corte Constitucional colombiana, incluso desde su creación, hace 
referencia a conceptos como el derecho fundamental a un medio am-
biente sano31, la función ecológica de la propiedad32, el papel de la 
biodiversidad en nuestro entorno33, el calificativo de ecológica de la 
Constitución Política de 199134, la propiedad de los recursos natura-
les35, el desarrollo sostenible36, entre otros conceptos con connotación 
directa en el derecho ambiental.

31 Frente a este respecto encontramos a manera de ejemplo las sentencias T-411 de 1992, 
cit.; T-536 de 23 de septiembre de 1992, M. P.: Simón Rodríguez Rodríguez; T-254 de 30 
de junio de 1993, M. P.: Antonio Barrera Carbonell; C-519 de 21 de noviembre de 1994, 
M. P.: Vladimiro Naranjo Mesa; T-046 de 29 de enero de 1999, M. P.: Hernando Herrera 
Vergara; C-443 de 8 de julio de 2009, M. P.: Humberto Antonio Sierra Porto; C-598 de 
27 de julio de 2010, M. P.: Mauricio González Cuervo; T-608 de 12 de agosto de 2011, M. 
P.: Juan Carlos Henao Pérez; y C-449 de julio de 2015, M. P.: Jorge Iván Palacio Palacio.

32 Al respecto las sentencias T-536 de 1992, cit.; C-295 de 29 de julio de 1993, M. P.: Carlos 
Gaviria Díaz; C-389 de 1.° de septiembre de 1994, M. P.: Antonio Barrera Carbonell; 
C-519 de 1994, cit.; T-523 de 22 de noviembre de 1994, M. P.: Alejandro Martínez Caba-
llero; C-359 de 14 de agosto de 1996, M. P.: Antonio Barrera Carbonell; T-126 de 1998, 
cit.; C-1172 de 23 de noviembre de 2004, M. P.: Clara Inés Vargas Hernández; T-760 de 
2007, cit.; o C-192 de 20 de abril de 2016, M. P.: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.

33 Sentencias C- 519 de 1994, cit. ; T-622 de 10 de noviembre de 2016, M. P.: Jorge Iván 
Palacio Palacio; T-361 de 30 de mayo de 2017, M. P.: Alberto Rojas Ríos.

34 Sentencias C-495 de 1996, cit.; T-126 de 1998, cit.; T-760 de 2007, cit.; T-608 de 2011, cit.
35 Sentencias C-649 de 3 de diciembre de 1997, M. P.: Antonio Barrera Carbonell; C-891 

de 22 de octubre de 2002, M. P.: Jaime Araujo Rentería; T-445 de 19 de agosto de 2016, 
M. P.: Jorge Iván Palacio Palacio.

36 Sentencias T-126 de 1998, cit.; C-449 de 2015, cit.
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Dentro de este contexto, la Corte se refirió en 2002 al régimen de las 
áreas protegidas, en los siguientes términos:

Las áreas de especial importancia ecológica están sometidas a un régimen 
de protección más intenso que el resto del medio ambiente. Dicha protección 
tiene enormes consecuencias normativas, en la medida en que (i) se convierte 
en principio interpretativo de obligatoria observancia cuando se está frente a 
la aplicación e interpretación de normas que afecten dichas áreas de especial 
importancia ecológica y (ii) otorga a los individuos el derecho a disfrutar –
pasivamente– de tales áreas, así como a que su integridad no se menoscabe37. 

De la recién citada providencia se destaca además la mención que 
realiza la Corte frente a la doble obligación por parte del Estado de 
proteger el medio ambiente y de garantizar a su vez que el desarrollo 
económico y social se produzca de manera concomitante. No obstante, 
aclara la Corte, el mandato de conservación impone la obligación de 
proteger ciertos ecosistemas con los que no se busca precisamente el 
logro del desarrollo sostenible, sino de su intangibilidad, lo que de ese 
modo ocurre en las áreas naturalmente protegidas. 

Bajo esta misma línea, la cuestionable Sentencia C-189 de 15 de 
marzo de 200638 se refirió en concreto al Sistema de Parques Naciona-
les Naturales de la siguiente manera39:

37 Sentencia T-666 de 15 de agosto de 2002, M. P.: Luis Eduardo Montealegre Lynett.
38 Sentencia C-189 de 2006, M. P.: Rodrigo Escobar Gil.
39 En la presente sentencia, la Corte se encargó de estudiar a fondo el asunto de la cons-

titucionalidad del artículo 13 de la Ley 2 de 1959, cit., en especial, en lo respectivo a la 
prohibición de venta de tierras; luego de hacer un profundo análisis sobre las funciones 
sociales y ecológicas que son inherentes al ejercicio del derecho de dominio y sobre la 
limitación que impone al propietario tener un predio en un área declarada como protegi-
da, declaró que la disposición no era contraria a la Constitución, sino que por el contrario, 
era una expresión de la primacía del interés general sobre el particular que no implicaba 
una afectación al núcleo esencial de la propiedad. No obstante, a pesar de la importante 
argumentación desarrollada a lo largo de la sentencia, no se encuentra aún una justifica-
ción clara que sirva como sustento a la prohibición de enajenar las áreas comprendidas 
en el Sistema de Parques Naturales, máxime cuando el eventual nuevo propietario se 
ve sometido al mismo régimen de limitaciones que el titular primario. Luis Felipe Guz-
mán Gutiérrez y Juan David Ubajoa Osso. “La problemática emanada de la prohibición 
absoluta de venta de predios privados que han sido cobijados por parques naturales a 
alguien diferente al Estado colombiano. Una posible solución desde el ángulo del derecho 
privado”, en aa. vv. Derecho privado y medio ambiente, Bogotá, Externado, 2017, pp. 93 a 
130. Así mismo cfr. dentro de esta misma sentencia el aparte que hace referencia a que 
“… a partir de la función ecológica que establece la Constitución Política en el artículo 58, 
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El Sistema de Parques Nacionales Naturales se convierte en un límite al ejercicio 
del derecho a la propiedad privada, en cuanto a que las áreas que se reservan 
y declaran para tal fin, no sólo comprenden terrenos de propiedad estatal, 
sino de propiedad particular. En estos casos, los propietarios de los inmuebles 
afectados por dicho gravamen, deben allanarse por completo al cumplimiento 
de	las	finalidades	del	sistema	de	parques	y	a	las	actividades	permitidas	en	dichas	
áreas de acuerdo al tipo de protección ecológica que se pretenda realizar. Así, 
por ejemplo, al declararse un parque como “santuario de flora” solamente 
se pueden llevar a cabo actividades de conservación, recuperación, control, 
investigación y educación. (Resaltado fuera de texto).

Incluso en sentencias más recientes, la Corte ha conservado su postura 
proteccionista frente a este tipo de áreas:

En virtud del artículo 63 de la Constitución Política, a los Parques Naturales 
se les otorga el carácter jurídico de indisponible –inalienable, imprescriptible 
e inembargable–, sin que tal cualificación se reserve sólo a los del orden 
nacional, siendo así que las áreas que conforman el Sistema de Parques 
Naturales entre las que se encuentran también los Parques Naturales 
Regionales, se caracterizan por su valor, ora excepcional, ora estratégico, pero, 
en cualquier eventualidad, de indiscutible importancia para la preservación 
del medio ambiente y para garantizar la protección de ecosistemas diversos, 
lo que motiva que se declaren estas áreas como Parques Naturales cuya 
implicación es que las entidades competentes asuman su administración 
con el propósito de conservar esos valores preponderantes de fauna y flora y 
paisajes o reliquias históricas, culturales o arqueológicas, y a fin de perpetuar 
en estado natural muestras de comunidades bióticas, regiones fisiográficas, 
unidades biogeográficas, recursos genéticos y especies silvestres amenazadas 
de extinción40. 

Y más adelante, agrega:

Los Parques Naturales Regionales se definen como un espacio geográ-
fico en el que paisajes y ecosistemas estratégicos en la escala regional, 
mantienen la estructura, composición y función, así como los procesos 
ecológicos y evolutivos que los sustentan y cuyos valores naturales y cul-
turales asociados se ponen al alcance de la población humana para des-

se puedan imponer por el legislador límites o condiciones que restrinjan el ejercicio de 
los atributos de la propiedad privada, siempre y cuando dichas restricciones sean razo-
nables y proporcionadas de modo que no afecten el núcleo esencial del citado derecho”.

40 Sentencia C- 598 de 2010, cit.
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tinarlas a su preservación, restauración, conocimiento y disfrute, sien-
do su reconocimiento, además de su reserva, delimitación, alinderación 
y administración competencia de las Corporaciones Autónomas Regio-
nales y de Desarrollo Sostenible, a través de sus Consejos Directivos. 
Como ha quedado sentado, los Parques Naturales son bienes de uso público 
y tienen el carácter de inembargables, inalienables e imprescriptibles, lo que 
inhibe al legislador para radicar en cabeza de la administración la potestad de 
sustraer o desafectar áreas que formen parte de estos parques, toda vez que 
las restricciones referidas a los Parques Naturales fueron fijadas por las y los 
Constituyentes con el propósito de que las áreas alindadas o delimitadas como 
parques, dada su especial importancia ecológica, se mantengan incólumes e 
intangibles, y por lo tanto, no puedan ser alteradas por el legislador, y menos 
aún por la administración, habilitada por este. En este sentido, la atribución 
legislativa a las Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sosteni-
ble para sustraer áreas protegidas de Parques Regionales, desconoce la Carta 
Política, de donde se desprende que una vez hecha la declaración por parte 
del Ministerio del Medio Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial –en el 
caso de los Parques Naturales Nacionales– o por parte de las Corporaciones 
Autónomas Regionales –en el caso de los Parques Regionales–, su cambio de 
afectación o destinación, carece por entero de justificación sea que se trate de 
parques de orden nacional o regional, encontrando la Sala que no existe mo-
tivo que, desde la óptica constitucional, justifique que estas áreas protegidas 
de Parques Regionales puedan ser objeto de tal desafectación por parte de 
las Corporaciones Autónomas Regionales ni por ninguna otra autoridad del 
orden nacional o local41.

Esta misma filosofía fue reiterada en la Sentencia T-746 de 26 de sep-
tiembre de 201242, en la que, a propósito de la propiedad privada, refiere:

En fin, la figura del Sistema de Parques Nacionales Naturales entendida 
como una técnica de reserva de ciertas áreas del territorio, y su afectación 
a un régimen jurídico especial es, para este Tribunal, una forma adecuada y 
concreta de cumplir con los mandatos constitucionales antes mencionados. 
Es precisamente este régimen el que le da contenido jurídico, como conjunto 
de competencias, mandatos y prohibiciones, que permite la realización de un 
sistema especial de protección ambiental.

Por último, cabe citar frente a este respecto la reciente Sentencia T-606 
de 21 de septiembre de 201543 en la que se hace referencia a los ele-

41 Sentencia C- 598 de 2010, cit.
42 Sentencia C-746 de 2012, M. P.: Luis Guillermo Guerrero Pérez.
43 Sentencia T-606 de 2015, M. P.: Jorge Iván Palacio Palacio.
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mentos constitucionales que revisten el Sistema de Parques Naturales, 
las actividades permitidas y prohibidas, de la siguiente manera:

Podría afirmarse que jurídicamente el Sistema de Parques Naturales está 
compuesto por cinco elementos revestidos de una especial relevancia 
constitucional: Primero, que el uso, manejo y destinación de dichas áreas 
está sujeto de forma estricta a unas finalidades específicas de conservación, 
perpetuación en estado natural de muestras, y protección de diferentes 
fenómenos naturales y culturales, perfiladas en el artículo 328 del Código de 
Recursos Naturales.

Segundo, que en concordancia con lo anterior, las actividades permitidas en el 
área de parques naturales son, exclusivamente: conservación, investigación, 
educación, recreación, cultura, recuperación y control, en los términos de los 
artículos 331 y 332 del Código de Recursos Naturales.

Tercero, que en dichas áreas están prohibidas conductas que puedan traer 
como consecuencia la alternación del ambiente natural, en especial están 
prohibidas las actividades mineras, industriales, incluso las hoteleras, 
agrícolas, pesqueras y ganaderas.

Cuarto, que dichas áreas están clasificadas según una cierta tipología (parque 
natural, área natural única, santuarios de flora y de fauna y vía parque) 
basada en el reconocimiento de su valor excepcional y en sus condiciones y 
características especiales.

Por último, se debe resaltar que dichas áreas están zonificadas para efectos 
de su mejor administración y sometidas a un régimen jurídico especial, por lo 
cual es posible que en su territorio sean impuestas restricciones al ejercicio de 
los derechos y libertades con el fin de atenuar los efectos nocivos que algunas 
actividades puedan generar a las referidas áreas protegidas. 

Hecho el anterior repaso por la jurisprudencia de la Corte Constitucional 
frente a este tipo de áreas, podemos extraer las siguientes premisas:

A. El régimen de salvaguarda de las áreas protegidas goza de una 
intensidad mayor a la del resto del ambiente y se proyecta como un 
principio interpretativo ante la aplicación de normas que tengan la po-
tencialidad de amenazar la protección de las áreas, y como un derecho 
de los ciudadanos.

B. Consecuente con lo anterior, el objetivo de alinderar determina-
das áreas e imponerles un régimen estricto de protección, no obstante 
la obligación del Estado de garantizar el desarrollo económico y social, 
no guarda relación con la materialización del principio de desarrollo 



La naturaleza jurídica del derecho a la propiedad privada en parques naturales...

30

sostenible, sino con la búsqueda de la intangibilidad y protección de 
los recursos allí involucrados.

C. En los eventos de propiedad privada en parques naturales, el sis-
tema de parques se convierte en un límite al ejercicio del derecho y 
los propietarios deben allanarse por completo al cumplimiento de las 
finalidades del sistema, sólo pudiendo realizar las actividades que en 
forma expresa les están permitidas, sin perjuicio de que pueda com-
prometerse la responsabilidad del Estado, cuando la limitación se tor-
ne excesiva.

D. El carácter de inalienable, imprescriptible e inembargable de los 
parques naturales, no sólo cobija a los de índole nacional, sino también 
a los de orden regional.

E. El legislador no puede sustraer o desafectar áreas que formen 
parte de los parques naturales a la luz del carácter inalienable, impres-
criptible e inembargable, toda vez que se deben mantener incólumes 
e intangibles.

F. Existen cinco elementos comunes al Sistema de Parques Natura-
les: 1. Su uso, manejo y destinación; 2. Las actividades permitidas son 
estrictamente las de los artículos 331 y 332 del Código de Recursos Na-
turales; 3. Están prohibidas las conductas que puedan alterar el medio 
ambiente natural; 4. La tipología a través de la cual se clasifican estas 
áreas está basada en sus valores y características excepcionales; y 5. 
Las restricciones que se imponen al ejercicio de derechos y libertades 
tienen como fin atenuar los efectos nocivos que algunas actividades 
puedan generar.

De acuerdo con este contexto en el que deben entenderse las áreas 
protegidas, en concreto, los parques naturales, el régimen jurídico de 
estos últimos no se circunscribe de manera exclusiva al marco estric-
tamente legal, sino que también debe ser entendido desde sus instru-
mentos de planificación. Por tal motivo, en el siguiente aparte se proce-
derá a analizar el significado del plan de manejo ambiental, su estruc-
tura y las facultades que otorga a quien haga utilización del parque.



Laura Lucía Castillo Sánchez

31

IV. El plan de manejo ambiental como instrumento en el que
se materializan los objetivos de conservación del área y se 
fijan límites concretos al derecho de propiedad

Según la Unidad Administrativa Especial del Sistema de Parques 
Nacionales Naturales de Colombia –uaespnn–, el plan de manejo es 
un instrumento de planificación que orienta las actuaciones al logro 
de los objetivos de conservación específicos de cada área. Está com-
puesto por tres fases: 1. Diagnóstico (información relacionada con el 
estado del área y su importancia desde los aspectos biológicos, físicos 
y culturales); 2. Ordenamiento (involucra la zonificación del manejo y 
la reglamentación del uso al interior de área); y 3. Un plan estratégico 
(en el que se describen las actividades con las que se pretenden lograr 
los objetivos de conservación del área de cinco a diez años). A pesar de 
la inicial rigidez que pueda tener el plan de manejo, no debe perderse 
de vista que es un instrumento flexible que debe ajustarse a las reali-
dades de cada área44.

En la segunda parte de todo plan de manejo, donde se presenta lo 
correspondiente al ordenamiento del área protegida, se realiza una sub 
división de la misma en razón al nivel de protección de cada espacio y 
se establecen los usos concretos, actividades prohibidas y permitidas 
dentro de cada área. Analizados 45 planes de manejo ambiental45, po-

44 Parques Nacionales Naturales de Colombia. “Planes de manejo de áreas del Sistema 
de Parques Nacionales Naturales de Colombia”, cit.

45 Dentro de este grupo, se analizaron los planes de manejo correspondientes a: anu Los 
Estoraques, Complejo Volcánico Doña Juana Cascabel, El Corchal El Mono Hernández, Las 
Hermosas, pnn Amacayacu, pnn Catatumbo Bari, pnn Chingaza, pnn Corales del Rosario 
y San Bernardo, pnn Cueva de Los Guacharos, pnn El Cocuy, pnn Farallones de Cali, pnn 
Gorgona La Playa, pnn La Serranía de Chiribiquete, pnn Las Orquídeas, pnn Los Katios, 
pnn Los Nevados, pnn Macuira, pnn Munchique, pnn Nevado del Huila, pnn Old Provi-
dencia & Mc Bean Lagoon, pnn Paramillo, pnn Pisba, pnn Purace, pnn Río Pure, pnn San-
quianga, pnn Selva de Florencia, pnn Sierra de la Macarena, pnn Sierra Nevada de Santa 
Marta, pnn Sumapaz, pnn Tama, pnn Tatama, pnn Tayrona, pnn Tinigua, pnn Utria, sff 
Ciénaga Grande de Santa Marta, sff Guanenta Alto Río Fonce, sff Iguaque, sff , Isla de La 
Corota, sff Los Colorados, sff Los Flamencos, sff Malpelo, sff Otun Quimbaya, VP Isla 
Salamanca, sff Galeras. Todos los anteriores planes se pueden consultar en la página de 
Parques Nacionales Naturales de Colombia, sección organización, subsección planes de 
manejo. También cfr. Edna Constanza Marín Martínez y Giulia Balestracci. Propuesta 
de desarrollo turístico sostenible para el Geoparque Volcánico Nevado del Ruiz, Bogotá, 
Instituto Latinoamericano de Altos Estudios –ilae–, 2018.
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demos observar que los siguientes datos son reiterativos en la mayoría 
de los planes estudiados.

A. Actividades prohibidas 

En los planes de manejo estudiados, se observa como común denomi-
nador la reiteración de las actividades que restringe la ley y algunas 
otras que son particulares para el área objeto de manejo. Dentro de 
las prohibiciones enmarcadas en los planes, se encuentran: 1. Realizar 
aprovechamiento forestal, así como socavar, entresacar o efectuar roce-
rías; 2. Producir modificaciones significativas en el ambiente; 3. Cazar, 
o llevar a cabo actividades agropecuarias o pesqueras; 4. Extraer recur-
sos biológicos, sin autorización; 5. Realizar vertimiento, introducción, 
distribución, uso o abandono de sustancias tóxicas o contaminantes; 
6. Introducir de manera transitoria o permanente animales, semillas, 
flores o propágalos de cualquier especie; 7. Hacer fogatas fuera de los 
sitios permitidos; 8. Causar daño en las instalaciones o en general, a 
los valores del área; 9. Llevar y usar cualquier clase de juegos pirotéc-
nicos o sustancias inflamables; 10. Arrojar basuras; 11. Producir rui-
dos que perturben el ambiente; 12. Alterar o remover señales o avisos; 
13. Embriagarse o fumar; 14. Transitar o entrar en horarios no esta-
blecidos; 15. Tomar fotografías o películas con fines comerciales; 16. 
Construir infraestructura física permanente; 17. Ubicación de asenta-
mientos humanos; 17. Vender predios; 18. Transitar embarcaciones; y 
19. Introducir animales domésticos.

Tal como se aprecia de las actividades listadas, muchas de ellas re-
sultan restrictivas –en exceso– si pensamos que es una persona del co-
mún cuya propiedad recae sobre alguna de estas áreas. O ¿acaso no re-
sultan radicales las prohibiciones relativas al tener mascotas, escuchar 
música o ingresar a la casa en el horario que la autonomía de mi volun-
tad determine? De esta forma, se evidencia como las restricciones im-
puestas dentro del plan de manejo pueden no encuadrarse dentro de 
lo que normalmente se espera del ejercicio de un derecho de dominio 
cualquiera.
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B. Común denominador de usos posibles
en las áreas objeto de plan de manejo 

Es también frecuente que en los planes de manejo se redunde en 
los mismos usos establecidos en el artículo 332 del cnrn, de mane-
ra que en cada una de sus zonificaciones dichos usos oscilen en-
tre: 1. Preservación/Conservación; 2. Investigación; 3. Monitoreo; 4. 
Educación; 5. Cultura; 6. Recreación; y 7. Recuperación.

C. Actividades posibles dentro del sistema de parques, 
dependiendo de la zonificación interna del área

Tal como se había mencionado antes, el plan de manejo dentro de su 
fase de ordenamiento realiza una zonificación y se definen los usos y 
actividades por cada una de sus zonas (primitiva, intangible, de recu-
peración natural, histórico-cultural, de recreación general exterior, de 
alta densidad de uso), de forma que en cada una de ellas se puedan 
realizar una o varias de las siguientes actividades: 1. Vigilancia y mo-
nitoreo; 2. Fotografía y filmaciones (con restricciones); 3. Recorridos; 
4. Investigación; 5. Caminatas guiadas; 6. Buceo (dependiendo de la 
zonificación interna del área); 7. Restauración ecológica (cuando ex-
presamente el plan de manejo lo autoriza para esa determinada zona); 
8. Ecoturismo de mínimo impacto; 9. Observación de la naturaleza; 10. 
Construcción de infraestructura de soporte para la administración; y 
11. Cultos sagrados tradicionales étnicos y usos indígenas relaciona-
dos con medicina tradicional.

V. Límites y potestades del propietario privado de un
área perteneciente al sistema de parques frente a las
de otro propietario: planteamiento de la cuestión

En el marco del principio de legalidad entendido en palabras de la 
Corte Constitucional46 como un principio complejo, el cual se funda-
menta como uno de los más importantes en la configuración de un 
Estado de derecho, se habla también, con fundamento en el artículo 6.° 

46 Sentencia C-444 de 2011, M. P.: Juan Carlos Henao Pérez.
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de la Constitución Política47, del principio de prohibición, en virtud del 
cual los particulares pueden hacer todo aquello que no les esté expre-
samente prohibido (quæ non sunt prohibita, permissæ intelliguntur) o 
situación de vinculación negativa, mientras que los servidores públicos 
se rigen por la máxima de que lo que no les está expresamente permi-
tido les está prohibido (quæ non sunt permissa prohibita intelliguntur) 
o situación de vinculación positiva48. 

Bajo esta premisa, se observa que toda vez que los propietarios de 
predios ubicados en zonas que componen el Sistema de Parques Nacio-
nales Naturales –spnn–, tal como se vio antes, están no sólo sujetos a 
abstenerse de realizar las actividades prohibidas, sino que al momento 
de ejecutar cualquier acción, deben supeditarse a lo que les esté ex-
presamente permitido (ya que cada área cuenta en su plan de manejo 
con un listado de actividades permitidas y el propietario incluso bajo 
su velo de señor y dueño no puede romper dicho esquema) situación 
que rompe, a primera vista, con el principio de igualdad ante las car-
gas públicas49. Esto, si tenemos en cuenta que como se exponía antes, 
los particulares pueden realizar todo aquello que no les está expresa-
mente prohibido, salvo cuando el particular es propietario de un área 
perteneciente al spnn.

Esto de cara a las potestades tradicionales del propietario consis-
tentes en su uso, goce y disposición, sin que con ello se contravenga la 
ley o un derecho ajeno (art. 669, C. C.50), además de las cargas constitu-

47 Este artículo hace referencia al siguiente enunciado: “Los particulares sólo son responsa-
bles ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos 
lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funcio-
nes”. Corte Constitucional et ál. Constitución Política de Colombia 1991, Actualizada con 
los actos legislativos a 2016, Bogotá, Consejo Superior de la Judicatura, 2016. En adelante, 
todas las referencias a la Carta Superior remiten a esta fuente.

48 Jorge Fernández Ruiz. Derecho administrativo: Estudios constitucionales, México D. F., 
Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México –inehrm–, 2016. 

49 Julián Andrés Pimiento Echeverri, con ocasión al análisis de una decisión del Consejo 
de Estado relativa a la responsabilidad o no del Estado por la declaratoria de un predio 
como zona de reserva forestal protectora, señala frente a este respecto: “En efecto, puede 
ocurrir que el propietario, sin haber perdido su derecho, tenga que soportar una limita-
ción que rompe la igualdad de los ciudadanos ante las cargas públicas, pues el sacrificio 
en su derecho es mayor que el que deben soportar y soportan ordinariamente los ciuda-
danos en virtud de la función social y ecológica de la propiedad”. “La responsabilidad del 
Estado por limitaciones ambientales a la propiedad privada”, en Derecho Privado y Medio 
Ambiente, Bogotá, Externado, 2017, p. 355.

50 Ley 84 de 26 de mayo de 1873, Diario	Oficial, n.º 2.867, de 31 de mayo de 1873.
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cionales y legales producto de las funciones social51 y ecológica52, y de 
los límites naturales en el ejercicio del derecho de dominio que repre-
senta la materialización del principio de prohibición en su vinculación 
negativa, es contrario a la vinculación positiva a la que debe ceñirse el 
propietario de un área declarada como parte del sistema de parques, 
la cual se manifiesta como expresión de la vinculación positiva, propia 
del ejercicio de funciones de un servidor público.

Planteado lo anterior, se observa que para el propietario de fundos 
ubicados en el sistema de parques naturales, se fijan unas condiciones 
bastante especiales que entran en juego a la hora de ejercer su dere-
cho, motivo por el cual en el siguiente capítulo se entrará a analizar el 
contenido mínimo del derecho de propiedad privada en general, para 
entrar a particularizar cuál es su núcleo esencial dentro del Sistema de 
Parques Nacionales, para así determinar si existe en teoría un ejercicio 
efectivo del derecho, o si se reduce de forma tal que aunque presente 
en lo formal, se haya extinguido.

51 Autores como Héctor Santaella Quintero han encontrado en la influencia de pensa-
dores como Léon Duguit el precedente para que en Colombia surja hacia 1936 una re-
forma a la Constitución Política –imperante en la época–, cuyo eje principal consistió en 
un componente social que buscaba equiparar las desigualdades sociales y el acceso a 
la riqueza, agregando un componente social a la propiedad privada. Héctor Santaella 
Quintero. “El régimen constitucional de la propiedad privada y su garantía en Colombia. 
Análisis fundamentado en el estudio de las garantías de la propiedad privada en los orde-
namientos constitucionales alemán y español”, Tesis de Doctorado en Derecho, Madrid, 
Universidad Autónoma de Madrid, 2010. Comparte esta misma postura Ana Carolina 
Mercado Gazabón. La	influencia	de	León	Duguit	en	la	reforma	social	de	1936	en	Colombia:	
El sistema jurídico, la función social de la propiedad y la teoría de los servicios públicos, 
Bogotá, Universidad del Rosario, 2015. La tesis de maestría “La influencia de León Duguit 
en la reforma social de 1936 en Colombia: El sistema jurídico, la función social de la pro-
piedad y la teoría de los servicios públicos”.

52 La función ecológica de la propiedad, en palabras de María del Pilar García Pachón. 
“La propiedad del agua en Colombia. Evolución a través del concepto de dominio público”, 
en aa. vv. Agua, residuos y territorio: Estudios jurídicos sobre política ambiental en España 
y Colombia, Bogotá, Externado, 2007, es entendida como “una obligación del propietario 
de la tierra o del recurso natural sobre el cual recae el derecho real, conforme al cual debe 
dar a su propiedad un uso que no contravenga el derecho colectivo a gozar de un medio 
ambiente sano. Se exige del dueño un uso responsable de sus bienes, que resalte la rela-
ción de pertenencia y dependencia del hombre con el medio ambiente y que permita un 
disfrute sensato de los bienes objeto de propiedad”.





Capítulo segundo
El núcleo esencial del derecho a la propiedad

y su delimitación dentro del contexto
de los parques naturales

Luego de analizar en el capítulo anterior en qué radica la importan-
cia de los parques naturales y la necesidad de imponer unos límites 
particulares al ejercicio del derecho de dominio –con las potenciales 
consecuencias que tal situación conlleva–, podemos en orden a em-
pezar a delimitar el margen que comprende dicho espectro, dirigir la 
exposición hacia el contenido formal y material del derecho de propie-
dad, mediante un recorrido desde el núcleo esencial de los derechos 
en general hasta el núcleo esencial del derecho de dominio en terrenos 
declarados como parques naturales.

I. Breves menciones sobre el fundamento
de la propiedad privada como derecho

Antes de centrarnos en el análisis de la función ecológico-social de la 
propiedad, consideramos necesario mencionar algunos aspectos fun-
damentales relacionados con el tema de la propiedad como derecho 
que resultan esenciales en el entendimiento de los requisitos básicos 
para el ejercicio del dominio en áreas protegidas.

A partir de una concepción tradicional de la propiedad, pero sobre 
todo propia del capitalismo y característica de los Estados liberales de 
derecho, esta se constituye como la piedra angular de todas las liber-
tades de los ciudadanos, traduciéndose en palabras de Antonio Her-
nández Gil53 como una expresión jurídica “culminante” del poder de 

53 Antonio Hernández Gil. La función social de la posesión, Madrid, Alianza Editorial, 1969.
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las personas sobre las cosas, de las que el propietario ostenta la pre-
rrogativa de decidir su destino.

Desde la Declaración Universal de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano proferida en 178954, se refirió a la propiedad como un de-
recho sagrado e inviolable55 del que nadie podía ser privado excepto 
por necesidad pública debidamente justificada y previamente indem-
nizada. La influencia del pensamiento de John Locke56 frente a la pro-
piedad privada, considerada como un derecho natural, equivalente a la 
vida y otras libertades57, generó así mismo en Europa y más adelante 
en América Latina, una concepción de derecho absoluto y sólo limita-
ble bajo presupuestos muy restringidos.

El Código Civil colombiano ya citado, adaptado del Código Civil chile-
no58 redactado por Andrés de Jesús María y José Bello López59, con-
templó lo ateniente a la propiedad en el artículo 669 cuyo contenido reza:

Concepto de dominio. El dominio que se llama también propiedad es el derecho 
real en una cosa corporal, para gozar y disponer de ella, no siendo contra ley 
o contra derecho ajeno. 

La propiedad separada del goce de la cosa se llama mera o nuda propiedad. 

Esto denota sobre todo que el codificador colombiano al definir el do-
minio o propiedad como un derecho, tuvo en cuenta de manera funda-
mental dos aspectos: 1. Que el derecho se estructura en esencia con el 

54 Disponible en [www.conseil-constitutionnel.fr/sites/default/files/as/root/bank_mm/
espagnol/es_ddhc.pdf ].

55 Al respecto es importante citar lo siguiente: “En el derecho europeo se impuso la idea de 
la propiedad como señorío o dominio, más que como pertenencia, pero este señorío y 
domino es muy diferente a ese derecho natural, sagrado e inviolable, tal como va a que-
dar consagrado en la codificación europea del siglo xix”. Alfredo Gallego Anabitarte. 
“Sobre la propiedad: observaciones histórico-dogmáticas y actuales”, Revista de Derecho 
Urbanístico y Medio Ambiente, vol. 40, n.° extra 225, 2006, pp. 119 a 158.

56 Wrington, UK, 29 de agosto de 1632-High Laver, UK, 28 de octubre de 1704.
57 Al parecer bajo esa misma tendencia, en el ordenamiento jurídico peruano, el derecho a 

la propiedad fue incorporado en la Constitución Política como derecho fundamental de 
la persona, en sus artículos 70, 71, 72 y 73. Richard Chang Lobatón. “De la concepción 
civilista del derecho de propiedad predial a la concepción urbanista, una necesaria evo-
lución”, Revista de Derecho Administrativo y Propiedad, n.° 14, 2014, pp. 43 a 64.

58 De 22 de noviembre de 1855, disponible en [www.leychile.cl/Navegar?idNorma=172986
&idParte=8717776 ].

59 Caracas, 29 de noviembre de 1781-Santiago de Chile, 15 de octubre de 1865.
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goce y disposición de la cosa; y 2. Que la única condición para su ejerci-
cio es que con él no se atente contra la ley o un derecho ajeno.

Con esta suerte, se desarrolló en el artículo 1866 del mencionado 
cuerpo normativo, lo correspondiente a la cláusula general de enajena-
bilidad de los bienes, en la que se dispuso que “pueden venderse todas 
las cosas corporales o incorporales, cuya enajenación no esté prohibi-
da por la ley”.

No obstante esta visión civilista del derecho de dominio, surge el 
Acto Legislativo 01 de 5 de agosto de 1936 a través del cual se reforma 
la Constitución de 1886, y se incluye la función social como un elemen-
to connatural de la propiedad privada, cuyo resultado conllevó a que 
medio siglo más adelante, en el artículo 58 de la Constitución Política 
colombiana, se contemplara la propiedad privada como una garantía 
que no puede ser desconocida ni vulnerada por ley posterior, pero que 
debe ceder ante intereses públicos por su función social, a la cual le es 
inherente también una función ecológica.

En atención a esta evolución, la Corte Constitucional en Sentencia 
C-1172 de 2004, cit., reseña de manera muy sencilla la transformación 
del derecho a la propiedad, en los siguientes términos:

... puede decirse que su noción ha evolucionado en tres etapas distintas que 
van desde la concepción individualista y absolutista pregonada en la época de 
la adopción del Código Civil, la de la función social introducida en la primera 
mitad del siglo xx por la doctrina solidarista de [Pierre Marie Nicolas] 
Léon Duguit[60], hasta llegar actualmente a la función ecológica inherente al 
dominio particular, por mandato del artículo 58 Superior”.

Autores como Francisco José Ternera Barrios, manifiestan que en to-
das las épocas existieron restricciones a los poderes del dueño de una 
cosa, así como condiciones para el ejercicio propio del derecho de pro-
piedad61. No obstante, dichos límites, como ha ocurrido con algunas de 
las restricciones aplicables a los parques naturales nacionales, deben ser 
analizados de cara al núcleo esencial del derecho a la propiedad, de ma-
nera que se pueda establecer si aún con las limitantes impuestas al titu-
lar, aún se puede o no hablar de derecho de dominio frente a esas áreas.

60 Libourne, Francia, 4 de febrero de 1859-Burdeos, 18 de diciembre de 1928.
61 Francisco José Ternera Barrios. Derechos reales, 4.ª ed., Bogotá, Temis, 2015.
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II. Flexibilización del derecho a la propiedad
privada por la introducción de conceptos
como la función social y ecológica

La función social se ha entendido como el ejercicio de los poderes del titular de la
propiedad en su relación con los demás debido al carácter productivo del bien

que posee. Sin embargo, no llega a cubrir bajo sus esquemas conceptuales
todas las necesidades que derivan de la progresiva limitación de determinados

recursos naturales y de la exigencia cada vez más evidente de facilitar el disfrute de 
bienes no reproducibles, bienes ambientales, al mayor número de personas sin que

por ello quede anulada la relación del propietario con las cosas sometidas a su dominio. 

Juan Francisco Delgado de Miguel62

Desde la época de la Corona española en nuestros territorios, de 
acuerdo con Reinaldo Muñoz Cabrera se buscaba la explotación de 
las tierras:

El propósito principal de la cédula es que las tierras se cultiven, es decir, que 
se tomen las medidas adecuadas que aseguren la explotación de las mismas. 
Los repartimientos y mercedes se debían hacer limitados a los que fuera 
preciso para labrar la tierra y criar y sostener los ganados, es decir, para el 
aprovechamiento económico de aquella. La Corona, pues, no estimaba haberse 
desprendido de manera definitiva de unas tierras mientas no se hiciese cultivo 
de ellas63.

De manera que la tierra, y en general los recursos naturales, se conce-
bían en función de la explotación que se pudiere hacer de los mismos, 
toda vez que de esto dependía su permanencia en la esfera económica 
del ciudadano y de no ejercerse se perdía su dominio y podía ser read-
quirido por la Corona.

Bajo la influencia del pensamiento de Léon Duguit, surge a finales 
del siglo xix y comienzos del siglo xx una nueva visión del derecho en 
la que se concibe la posibilidad de que a través de la propiedad tam-
bién se tutelen derechos colectivos, con lo que se deja de lado la visión 

62 Juan Francisco Delgado de Miguel. Derecho agrario ambiental. Propiedad y ecología, 
Navarra, Aranzadi, 1992.

63 Reinaldo Muñoz Cabrera. “La función social y ecológica de la propiedad”, aa. vv. Lectu-
ras sobre derecho del medio ambiente, t. ii, Bogotá, Externado, 2001, p. 115.
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individualista absoluta que regía para el momento para pasar a enfo-
car el derecho a una visión con tonalidades más solidaristas.

De esta manera, Colombia experimenta hacia 1936 la mencionada 
reforma a la Constitución Política imperante en la época, cuyo eje prin-
cipal fue el aspecto social que buscaba equiparar las desigualdades so-
ciales y el acceso a la riqueza, para agregar un componente social a la 
propiedad privada64.

Desde aquel momento, en el derecho colombiano se empieza a apre-
ciar la propiedad como un derecho pero también como un deber65 que 
implica de forma necesaria la observancia de ciertas obligaciones.

Esta situación se mantuvo hasta comienzos de los años 1990, don-
de las preocupaciones sociales en torno a la propiedad empezaron a 
ceder ante la inminente y necesaria protección de los recursos am-
bientales y sus servicios ecosistémicos. De manera que se limitó un 
derecho que en sus comienzos era absoluto y, compartiendo la opinión 
de Gloria Amparo Rodríguez66, se impusieron barreras frente al uso 
y explotación de recursos relacionadas con la ejecución de activida-

64 Santaella Quintero manifiesta: “Esta reforma, que marcó el fin del pensamiento indivi-
dualista y formalmente abrió la puerta a un Estado intervencionista, que asume una posi-
ción activa de garante del progreso y el bienestar de los ciudadanos, tuvo entre sus obje-
tivos encarar la problemática social derivada del conflicto agrario que vivía el país en ese 
momento. Se buscaba hacer frente a los latifundios improductivos, poner el acento en la 
importancia del trabajo como presupuesto y elemento fundamental del reconocimiento 
del derecho de propiedad y sentar las bases para llevar a cabo una mejor redistribución 
de la riqueza sin renunciar al sistema de propiedad privada de los bienes. Con este fin, era 
preciso tanto despojar a este derecho de la connotación egoísta que le había acompaña-
do, como dotar al Estado de instrumentos adecuados para sortear la difícil situación que 
debía arrostrar. La cláusula de la función social de la propiedad sirvió tanto para lo pri-
mero como para lo segundo. De un lado, hizo de ella no solo un privilegio no susceptible 
de ser empleado al margen de cualquier consideración del bien común, sino una posición 
personal que conlleva responsabilidades frente a la colectividad”. Santaella Quintero. 
“El régimen constitucional de la propiedad privada y su garantía en Colombia. Análisis 
fundamentado en el estudio de las garantías de la propiedad privada en los ordenamien-
tos constitucionales alemán y español”, cit., pp. 412 y 413.

65 Por traer a colación un ejemplo de incorporación en un sistema jurídico de los deberes 
implícitos en el derecho de propiedad, recordemos que en la Constitución de Weimar (14 
de agosto de 1919) se menciona en el artículo 153, que la propiedad está garantizada por 
la Constitución, pero que a su vez genera obligaciones y que su uso debe ser un servicio 
para el bien común.

66 Gloria Amparo Rodríguez. “La función ecológica de la propiedad en la ampliación, re-
estructuración y saneamiento de resguardos indígenas”, en Beatriz Socorro Londoño 
Toro (ed.). Propiedad,	conflicto	y	medio	ambiente, Bogotá, Universidad del Rosario, 2004.
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des que tienen que guardar como norte la conservación y preservación 
del ambiente para así garantizar el ejercicio del conjunto de preceptos 
constitucionales.

De tal forma, la Comisión Codificadora, en su ejercicio de organi-
zación y revisión de los artículos aprobados en el primer debate de la 
Asamblea Nacional Constituyente –cuyo trabajo fue revisado de manera 
posterior por la Plenaria–, en la sesión de 17 de junio del 1991, después 
de analizar las consecuencias de incluir la expresión “con justo título”, 
afirmó que la propiedad es una función social y ecológica que implica 
obligaciones. No obstante, bajo el argumento que incluir la función eco-
lógica al lado de la social, le quitaba peso a la última, dentro de la re-
dacción final del artículo quedó “la propiedad es una función social que 
implica obligaciones. Como tal, le es inherente una función ecológica”.

El asunto de la propiedad fue de nuevo tema de discusión en la se-
sión de la Comisión Codificadora de 19 de junio de 1991, en la que a 
partir del texto acordado en la sesión de 17 de junio, se interrogó si 
la palabra referente al rol ecológico de la propiedad debía definirse 
en términos de “función”. Esto bajo una clara preocupación: el juez so 
pretexto de dar aplicación al principio de “función ecológica” perfecta-
mente podía paralizar muchas actividades económicas por presuntas 
afectaciones al medio ambiente. No obstante, dicha discusión también 
fue superada en los términos antes descritos.

Según Muñoz Cabrera67, varias leyes fueron inspiradas en el prin-
cipio de la función social y/o ecológica de la propiedad, tales como la 
Ley 99 de 1993 ya citada, la Ley 160 de 1994, cit., y la Ley 388 de 18 de 
1997, cit., sobre desarrollo u ordenamiento territorial, entre otras. Esto, 
en atención a que el principio de la función social y ecológica de la pro-
piedad contiene las directrices constitucionales que debe seguir el legis-
lador ordinario en la delimitación del contenido del derecho de dominio.

A pesar de que aun antes de la Constitución de 1991 existían ya dis-
posiciones que hacían referencia a la protección de los recursos na-
turales y su prevalencia sobre derechos particulares68, a partir de su 

67 Muñoz Cabrera. “La función social y ecológica de la propiedad”, cit.
68 La Ley 200 de 30 de diciembre de 1936, Diario	Oficial, n.° 23.388, de 21 de enero de 

1937, contempló en varios artículos de su cuerpo normativo disposiciones tendientes a 
desestimular la tala de árboles ubicados cerca de las vertientes de agua, por ejemplo, en 
los artículos 9.°, 10.°, 13 y 14.
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inclusión como parte del texto constitucional adquieren una entidad y 
jerarquía propia.

Con la redacción adaptada en el texto constitucional se dispuso que 
la propiedad era bicéfala en sus funciones, por un lado, contenía una 
función social que conllevaba obligaciones, y por otro, una función eco-
lógica que era inherente al ejercicio de la misma. Al poner de lado una 
y otra función, se podía apreciar que en principio más que ser una el 
complemento de la otra, en la mayoría de ocasiones se excluían como 
consecuencia de los bienes jurídicos que tendían a protegerse con cada 
una de ellas 69.

Lo cierto es que a pesar de esta situación de oposición entre las fun-
ciones de la propiedad, el constituyente decidió incluirlas en la misma 
disposición como actividades ligadas de manera necesaria al ejercicio 
del derecho de dominio70.

69 Frente a este respecto, Luis Fernando Macías Gómez afirma: “Así las cosas, habría una 
contradicción intrínseca al interior del concepto mismo de función social de la propie-
dad. Ciertamente, si lo que se entiende por función ecológica es conservar o preservar 
exclusivamente, todo conduciría a señalar que no puede haber explotación económica 
de la propiedad y por ende usufructo. En la medida en que la abstención fuese la carac-
terística de la propiedad, quedaría esta convertida en una nuda o simple propiedad, es 
decir el mero título sin posibilidad de goce (art. 669, C. C.). Y allí se inicia el verdadero 
conflicto entre propiedad y medio ambiente, por cuanto se tiende a que en la práctica el 
concepto de función ecológica sea de no hacer y no de hacer dentro de parámetros de 
protección ambiental”. Luis Fernando Macías Gómez. “Función social y función ecológi-
ca de la propiedad, algunas consideraciones en torno al caso de Colombia”, en Alejandra 
Sáenz Quitian, Andrés Gómez Rey y Gloria Amparo Rodríguez (eds.). Conflictos	entre	
propiedad, comercio y ambiente, Bogotá, Ibáñez, 2014, p. 62. Concordante con esta po-
sición doctrinal, se evidencia que pesar de que los artículos 9.°, 10.°, 13, y 14 de la Ley 
200 de 1936 daban algunas pistas de la preocupación ambiental que acechaba al órgano 
legislativo, en el artículo 1.° de la misma ley se establecía que la posesión y explotación de 
los predios implicaban una presunción de que los fundos no eran baldíos, sino de propie-
dad privada. Luego, con la Ley 135 de 15 de diciembre de 1961, Diario	Oficial, n.° 30.691, 
de 20 de diciembre de 1961, se establece como tarifa probatoria de la explotación de las 
tierras, entre otras, los bosques artificiales de especies maderables o la explotación fores-
tal organizada y regular, lo que hace ver que la función social de la propiedad de manera 
necesaria anulaba su función ecológica.

70 Como normas paradigmáticas que hacen referencia a la función ecológica encontramos: 
Ley 70 de 27 de agosto de 1993, Diario	Oficial, n.° 41.013, de 31 de agosto de 1993; Ley 
99 de 1993, cit.; Ley 142 de 11 de julio de 1994, Diario	Oficial, n.° 41.433, de 11 de julio de 
1994; Ley 160 de 1994, cit.; Ley 388 de 1997, cit.; Ley 675 de 3 de agosto de 2001, Diario 
Oficial, n.º 44.509, de 4 de agosto de 2001; Ley 793 de 27 de diciembre de 2002, Diario 
Oficial, n.º 45.046, de 27 de diciembre de 2002.
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III. Aproximación al concepto de la función ecológica:
La apología de las restricciones a la
propiedad en parques naturales 

Dentro del ejercicio de determinar cuál es el significado del concepto 
de función ecológica y sus implicaciones a la hora de ser este el fun-
damento principal de las cargas que se imponen a todo propietario, 
surgen definiciones de todo tipo que sirven como sustento ante cuales-
quier cuestionamiento que surja frente a las limitaciones impuestas. 
Con este objetivo entraremos a estudiar la forma en la que la doctrina 
y la jurisprudencia colombiana le han dado sentido a este concepto.

A. El esfuerzo doctrinal para definir la
función ecológica de la propiedad

A partir del grado de dificultad que implica la construcción de una defi-
nición de un término lingüístico cualquiera, dicha situación se agudiza 
aún más cuando lo que se pretende definir tiene estructura de princi-
pio, como ocurre con las mencionadas funciones social y ecológica71. 
No obstante esta situación, algunos doctrinantes colombianos se han 
encargado de ensamblar un concepto de función ecológica que reco-
ja los elementos más importantes del mismo y proporcione criterios 
claves a la hora de hacer uso del concepto para establecer límites al 
ejercicio de los derechos y las libertades de los individuos.

Hecho el anterior preámbulo, la función ecológica de la propiedad, 
en palabras de María del Pilar García Pachón, es entendida como 

... una obligación del propietario de la tierra o del recurso natural sobre el cual 
recae el derecho real, conforme al cual debe dar a su propiedad un uso que 

71 Para Ramón Ruiz Ruiz, “Es posible inferir tres características esenciales comunes, al me-
nos, a la mayor parte de los principios jurídicos, tales como la fundamentalidad, la gene-
ralidad y la vaguedad. La fundamentalidad de una norma significa que su modificación 
o sustitución tiene como efecto directo una transformación del resto del ordenamiento 
jurídico o del sector del mismo en el que está se inserta. La generalidad de una norma, 
por su parte, alude a la amplitud del campo de su aplicación; es decir, indica que tanto 
el supuesto de hecho como la consecuencia jurídica están regulados en términos muy 
generales y abstractos”. Ramón Ruiz Ruiz. “La istinción entre reglas y principios y sus 
implicaciones en la aplicación del derecho”, en Derecho y Realidad, n.° 20, ii semestre de 
2012, pp. 143 a 166.
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no contravenga el derecho colectivo a gozar de un medio ambiente sano. Se 
exige del dueño un uso responsable de sus bienes, que resalte la relación de 
pertenencia y dependencia del hombre con el medio ambiente y que permita 
un disfrute sensato de los bienes objeto de propiedad72.

Para los autores Arturo Valencia Zea y Álvaro Ortiz Monsalve73 la 
función ecológica de la propiedad, con independencia de si la misma se 
encuentra en cabeza del Estado o de los particulares, implica que el ejer-
cicio de las facultades de ella emanada, debe sujetarse a los requisitos, 
limitaciones, deberes y obligaciones previos, concomitantes o posterio-
res, impuestos por el órgano legislativo, de manera que los recursos na-
turales y la biodiversidad, se conserven o al menos, no se deterioren.

Para otros como Ernesto Javier Puertas Dellepianes74, la función 
ecológica de la propiedad busca la prevención y mitigación de los fac-
tores que impactan de manera negativa en el bienestar y la calidad de 
vida de la población, así como el crecimiento de la misma y el mante-
nimiento del equilibrio necesario entre recursos existentes y el medio 
ambiente.

A pesar de que para los anteriores doctrinantes la función ecológica 
de la propiedad se justifica por sus limitaciones, restricciones u obli-
gaciones, algunos otros han propuesto que el fundamento de la misma 
sea el desarrollo sostenible como pilar y principio internacional y ex-
presión de la solidaridad intergeneracional75. 

72 Arturo Valencia Zea y Álvaro Ortiz Monsalve. Derecho civil, t. ii, Derechos reales, 11.va 
ed., Bogotá, Temis, 2007, p. 268.

73 Ídem.
74 Ernesto Javier Puertas Dellepianes. “La función ecológica y social de la propiedad”, en 

Ambiente y Desarrollo, vol. 5, n.° 8, junio de 2001.
75 En este sentido, autores como Macías Gómez al respecto han opinado “si consideramos 

que la función ecológica debe enmarcarse dentro del concepto de desarrollo sostenible 
supondría que prevalecería el derecho de uso y usufructo, derivados de la propiedad, y 
que la simple conservación es decir la abstención de ejercer acciones sobre la propiedad 
que afecten el medio ambiente, es contrario a la función social”. Macías Gómez. “Función 
social y función ecológica de la propiedad, algunas consideraciones en torno al caso de 
Colombia”, cit. González Villa fundamenta que la existencia de la función ecológica de 
la propiedad no puede ser entendida como una adjetivación de su función social, sino 
que su incorporación en el texto constitucional es producto del desarrollo del concepto 
de la función social de la propiedad que a su vez coincidió históricamente (en Colom-
bia) con las posiciones internacionales sobre protección del medio ambiente y desarrollo 
sostenible, dentro de las cuales el constituyente quiso enmarcar, entre otros temas, el 
derecho económico de la propiedad. Julio Enrique González Villa. Derecho ambiental 
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No obstante las sutiles o trascendentales diferencias entre unas y 
otras definiciones de la función ecológica, lo cierto es que el derecho de 
propiedad, en un Estado social de derecho y con fundamento en la fun-
ción ecológica, impone limitaciones al propietario –titular en sus facul-
tades de uso, goce y disposición sobre sus bienes–. De esta manera, la 
propiedad en tanto función social y ecológica se justifica toda vez que 
los bienes sean aprovechados económicamente no sólo en beneficio 
del propietario, sino también de la propiedad en sí, y que ese provecho 
se logre sin ignorar el deber de preservar y restaurar los recursos na-
turales renovables. 

Sin embargo, lo anterior no quiere decir que so pretexto de garanti-
zar el ejercicio de las funciones social y ecológica, se impongan cargas 
o limitaciones tan fuertes que desfiguren la institución de la propie-
dad, toda vez que las funciones mencionadas se predican del ejercicio 
del derecho, al limitarlo al extremo, se deja sin vigencia el derecho mis-
mo76 y por ende, también las funciones objeto de análisis77.

colombiano. Parte general, t. i, Bogotá, Externado, 2006. Agrega González Villa en la 
misma obra que su razón de ser tiene relación con no incurrir en prácticas que afecten 
el medio ambiente, de manera que se observen las normas ambientales, lo que garantiza 
así su disfrute por parte de las generaciones presentes y futuras, en virtud del principio 
conocido como la solidaridad intergeneracional en materia ambiental. Bajo el mismo ar-
gumento, ante la inminente contradicción al interior del concepto de las funciones social 
y ecológica propuestas antes y compartidas por Macías Gómez, este autor propone la 
aplicación del desarrollo sostenible como solución a la normal oposición entre ambos 
conceptos, de manera que se atienda a situaciones reales y no a “ideales propios de repú-
blicas inexistentes”. Macías Gómez. “Función social y función ecológica de la propiedad, 
algunas consideraciones en torno al caso de Colombia”, cit.

76 Mauricio Rueda Gómez. “Derecho a la igualdad y función ecológica de la propiedad, ha-
cia una distribución equitativa de las cargas y beneficios derivados de las áreas protegi-
das en Colombia”, en Londoño Toro (ed.). Propiedad,	conflicto	y	medio	ambiente, cit.

77 Bajo este planteamiento, se entienden algunos cuestionamientos de la doctrina nacional 
acerca de los límites a la facultad de ordenamiento territorial de los municipios, para de-
clarar predios como parques naturales, y so pretexto de la función ecológica, sacarlos del 
comercio. Frente a esta crítica, los ecocapitalistas neoliberales, según González Villa, 
han desarrollado una línea fuerte a favor de la bondades del mercado de los derechos de 
dominio sobre un bien, que se traduce en la privatización del ambiente como solución a 
los “males ecológicos”, de forma que la responsabilidad sea la base para la protección de 
la propiedad, a partir de que todo perjuicio causado a esta engendra una deuda por los 
daños causados. González Villa. Derecho ambiental colombiano. Parte general, cit.
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B. La visión progresista de la jurisprudencia constitucional
frente a las cargas que impone la función ecológica

Sea lo primero decir que la Corte Constitucional, más que tratar de 
definir el concepto de la función ecológica de la propiedad, se ha en-
cargado de resaltar su importancia en términos de medio ambiente 
sano, desarrollo sostenible, interés general y bienestar comunitario78. 
De suerte que en la actualidad, con ocasión a la función ecológica de la 
propiedad, se han justificado toda clase de límites impuestos al ejerci-
cio de la propiedad privada, motivo por el cual se concibe a la misma 
como un derecho limitable por antonomasia. 

El 1.° de abril de 1998, marcó un hito en la jurisprudencia constitu-
cional por haberse tratado de una de las primeras ocasiones en las que 
la Corte Constitucional hizo referencia al concepto material de función 
ecológica de la propiedad, en términos de desarrollo sostenible, ergo, 
de las generaciones venideras:

En efecto, como ya se mostró, la Carta autoriza el dominio sobre los recursos 
renovables, aunque, como es obvio, debido a la función ecológica que le es 
inherente (C. P. art. 58), ese derecho de propiedad se encuentra sujeto a las 
restricciones que sean necesarias para garantizar la protección del medio 
ambiente y para asegurar un desarrollo sostenible (C. P. arts. 79 y 80). Además, 
esa misma función ecológica de la propiedad y la primacía del interés general 
sobre el particular en materia patrimonial (C. P. art. 58) implican que, frente 
a determinados recursos naturales vitales, la apropiación privada puede en 
determinados casos llegar a ser inconstitucional79. (Resaltado nuestro).

Un segundo hito se marcó a través de la Sentencia C-1172 de 2004 
donde la Corte se refirió a dicha función como producto de la evolución 
del concepto de Estado y particularizó aún más el concepto de función 
ecológica, al establecer que la misma representaba la manera de con-
trarrestar el uso indiscriminado de los bienes y derechos particulares 
en contra del medio ambiente, cuya protección es responsabilidad de 
la sociedad entera.

78 Como soporte de esto se pueden consultar las sentencias de la Corte Constitucional T-536 
de 1992, cit.; C-389 de 1994, C-519 de 1994, cit.; C-1172 de 2004, cit.; entre otras.

79 Sentencia C-126 de 1998, cit. 
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Por lo que respecta a la función ecológica de la propiedad, la Corte advirtió, 
para lo cual resaltó la influencia y cambios que la Constitución de 1991 
imprimió en nuestro estatuto civil de 1887, que la misma es la respuesta 
del constituyente para enfrentar el “uso indiscriminado de los bienes y 
derechos particulares en contra de la preservación del medio ambiente sano, 
considerado como un derecho y bien colectivo en cuya protección debe estar 
comprometida la sociedad entera”. De acuerdo con la sentencia en comento, 
la ecologización de la propiedad es producto de la evolución del concepto de 
Estado, de un parámetro puramente individual (liberal clásico) a un mandato 
que supera –inclusive– el sentido social de la misma para, en su lugar, formular 
como meta la preservación de las generaciones futuras, garantizando el entorno 
en el que podrán vivir80 (resaltado nuestro). 

Por último, un tercer antecedente importante con relación al aspecto 
de la función ecológica de la propiedad ocurrió en 2006, a través de la 
ya citada Sentencia C-189 de ese año, donde la Corte Constitucional se 
pronunció frente a los atributos que se creían más genuinos de la pro-
piedad, como ocurre con la facultad de disponer libremente del bien 
(p. ej., venderlo), estableciendo que podían ser restringidos con oca-
sión a la inherente función ecológica del derecho:

De manera que el mismo ordenamiento jurídico que a la vez que se encuentra 
comprometido con el respeto a su núcleo esencial, debe adoptar medidas que 
permitan asegurar el logro de las citadas funciones, lo que conduce –en últimas– 
a consolidar los derechos del propietario con las necesidades de la colectividad, 
debidamente fundamentadas en el Texto Superior81 (resaltado nuestro).

C. Síntesis de los anteriores planteamientos

De acuerdo a lo expuesto, se puede decir que, en el derecho colombiano:

1. La caracterización de la propiedad ha llevado consigo el desarro-
llo de su inherente función ecológica, lo que implica el respeto y 
la observancia de ciertas condiciones de la cosa de manera que se 
garantice el derecho a un ambiente sano.

80 Sentencia C-1172 de 2004, cit.
81 Sentencia C-189 de 2006, cit.
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2. La función ecológica de la propiedad es entendida como una res-
ponsabilidad del propietario de un bien en pro de garantizar el 
mantenimiento del equilibrio ambiental en el que se encuentra in-
merso y tratar de conservarlo para las generaciones venideras.

3. La función ecológica es considerada como la primera limitante para 
que los propietarios puedan decidir de manera discrecional sobre 
la suerte de sus bienes. De manera que en ejercicio de la función 
ecológica, como garantía del medio ambiente, es que el propietario 
respeta y atiende –per se– los fines naturales de la cosa.

A pesar de tener definidas las anteriores premisas, es necesario en este 
punto entrar a analizar qué parte del derecho a la propiedad, en espe-
cial en parques naturales, es limitable en razón de la función ecológica, 
de manera que logremos definir también cuál es esa parte del derecho 
que bajo ninguna circunstancia debe ser limitada pues de incurrirse en 
ello, se inhibe el ejercicio del derecho mismo.

IV. Características y atributos del derecho de dominio

Aunque la tierra y todas sus criaturas inferiores sean a todos los hombres comunes, 
cada hombre, tiene una “propiedad” en su misma “persona”. 

A ella nadie tiene derecho alguno, salvo él mismo.

John Locke

Se puede observar que a pesar de que el Código Civil solo hace referen-
cia a los atributos de goce y disposición pero no explícitamente al del 
uso o explotación, la Corte Constitucional colombiana se refirió hace 
poco a la propiedad privada como aquella que “concede a su titular el 
poder de usar, gozar, explotar y disponer del bien, siempre y cuando se 
respeten las inherentes funciones sociales y ecológicas que se derivan 
del principio de solidaridad”82. 

En este sentido, al referirse la Corte al derecho de propiedad, ha dis-
puesto que goza de seis características básicas: 1. Es un derecho pleno, 

82 Sentencia C-035 de 8 de febrero de 2016, M. P.: Gloria Stella Ortiz Delgado. Esta defi-
nición coincide plenamente con la consagrada en la Sentencia C-189 de 2006, cit. 
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en la medida en que los únicos límites a los que está sujeto el titular es-
tán determinados por el ordenamiento jurídico y los derechos ajenos; 
2. Es exclusivo, toda vez que el propietario puede negar la intromisión 
de un tercero en su ejercicio; 3. Es perpetuo, en cuanto dura mientras 
exista el bien sobre el que recae el derecho; 4. Es autónomo, en la me-
dida de que no requiere de la existencia de otro derecho para ser ejer-
cido; 5. Es irrevocable, al no depender de la voluntad de un tercero, 
sino del querer del propietario; y 6. Es un derecho real toda vez que 
se ejerce sobre un bien frente a una universalidad de sujetos y no solo 
frente a uno de ellos83.

En esta medida, ha determinado que los atributos de la propiedad 
a usar, gozar, explotar y disponer de la cosa, se definen en principio de 
la siguiente manera: 1. El ius utendi o derecho de uso, consistente en la 
facultad del propietario de servirse de la cosa y de tomar provecho de 
los servicios que le pueda rendir; 2. El ius fruendi o derecho de goce, 
entendido como la posibilidad del dueño de recoger los productos que 
se deriven de su explotación; 3. El derecho de disposición, cuyo eje es 
el reconocimiento de las facultades jurídicas traducidas en actos de 
disposición o enajenación sobre la titularidad del bien84. 

Autores como Francisco José Ternera Barrios, entienden que 
como parte de la plenitud del derecho de dominio, el propietario cuen-
ta con las siguientes potestades: 1. Uso, que faculta al propietario a 
elegir el servicio que pretende dar a sí mismo; 2. Goce, al permitir al 
titular apropiarse así mismo de los frutos que produzca el bien; y 3. 
Disposición, al otorgar potestad al dueño para modificar, destruir o ha-
cerlo susceptible de algún negocio jurídico85. 

83 En este sentido, encontramos las sentencias de la Corte Constitucional C-189 de 2006, 
cit.; C-133 de 25 de febrero de 2009, M. P.: Jaime Araújo Rentería; y C-035 de 2016, cit.; 
y la opinión de Ternera Barrios como un derecho pleno, general, exclusivo y perpetuo, 
Derechos reales, cit. Cabe resaltar que de igual forma, en el derecho peruano, se compar-
ten básicamente la mismas características del derecho de dominio concebidas dentro de 
nuestro ordenamiento, autores como Chang Lobatón señalan que el mismo es un dere-
cho real, perpetuo, exclusivo y absoluto (comprende todas sus facultades que le son inhe-
rentes, sin que se vuelva un ejercicio discrecional que no respete los parámetros de rango 
constitucional impuestos al mismo: ejercicio del derecho en armonía con el bien común 
–casi como una función social, así no se haya incluido en esos términos–, y ejercicio del 
derecho dentro de los límites de la ley). Chang Lobatón. “De la concepción civilista del 
derecho de propiedad predial a la concepción urbanista, una necesaria evolución”, cit.

84 Sentencia C-133 de 2009, cit.
85 Ternera Barrios. Derechos reales, cit. Este atributo también se ha denominado por algu-
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No obstante, tal como se expuso en numerales anteriores, la propie-
dad concebida meramente desde la órbita del derecho privado resulta 
en la actualidad sesgada, por tal razón, algunos autores como Santae-
lla Quintero hacen referencia a realidades como la constitucionaliza-
ción de la propiedad privada, las implicaciones de la construcción de 
un concepto de propiedad desde la Constitución y no desde el Código 
Civil, y la determinación del concepto constitucional de este derecho, 
entre otros aspectos86. 

De esta forma, se habla del carácter dual de la propiedad –como de-
recho y como función– que no debe ser entendido como una pondera-
ción, sino como una armonización de intereses cuyas cargas o limita-
ciones no hacen parte de la esfera externa del derecho que da horma al 
mismo, sino que configura su contenido desde sus adentros como un 
mecanismo de cooperación entre el Estado y los ciudadanos87. 

Dada esa estructura dual y los sustanciales cambios que ha experi-
mentado el derecho de dominio durante las últimas décadas, la propie-
dad tal como fue concebida en el artículo 669 del Código Civil, ha de ser 
actualizada a la luz de la Constitución de 1991, de modo que se acoja 
un concepto más abstracto de la misma que no se limite a definirla 
como un derecho real cuyos atributos por excelencia son el uso, goce 
y la disposición, sino que busque el reconocimiento de una facultad 
genérica de aprovechamiento o explotación88. 

nos autores como abusus o ius abutendi, que significa que “... el dueño o titular del derecho 
de dominio tiene la facultad de disponer de la cosa según su voluntad y conveniencia. 
Esta facultad o poder de disposición tiene un sentido material, en cuanto implica la po-
sibilidad de que el propietario transforme la cosa, mediante obras o trabajos materiales 
sobre ella, que tiene asimismo un sentido jurídico, en cuanto implica el poder de realizar 
acción total en relación con su valor de uso y de cambio, o al aprovechamiento de este 
último mediante la constitución de gravámenes sobre ella”. Alfonso M. Barragán. Dere-
chos reales, Bogotá, Temis, 1979.

86 Santaella Quintero. “El régimen constitucional de la propiedad privada y su garantía 
en Colombia. Análisis fundamentado en el estudio de las garantías de la propiedad priva-
da en los ordenamientos constitucionales alemán y español”, cit.

87 Ídem.
88 Ídem. No obstante esta postura, hay quienes aducen que las restricciones a este derecho, 

provienen de intereses públicos o privados, siempre deberán atender a criterios muy 
excepcionales, de manera de que no se desnaturalice el derecho en sí mismo “Siguiendo 
las líneas del profesor Velilla Moreno, ‘en nuestro ordenamiento, las limitaciones al 
derecho de propiedad, bien sean estas en razón del interés público, en razón del interés 
privado (cuando el propietario establece gravámenes a su propiedad), deben considerar-
se como excepcionales a la regla general y, en consecuencia, su interpretación será siem-
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De tal manera, se observa que las características tradicionales del 
derecho de dominio han sufrido algunos cambios con ocasión a la 
constitucionalización del derecho de propiedad, su definición como 
derecho real, así como sus atributos de uso, goce y disposición, deben 
entenderse de acuerdo con las transformaciones sufridas por el dere-
cho y las funciones que el mismo debe cumplir. De suerte que es frente 
a cada derecho de propiedad en concreto de donde deben extraerse 
cuáles son los atributos y las características en particular de acuerdo 
a las funciones sociales y ecológicas que deben ser cumplidas a través 
de cada uno de ellos.

V. Del núcleo esencial de los derechos en general,
al núcleo esencial del derecho de
propiedad en parques naturales

La Corte Constitucional ha reconocido el carácter de fundamental del 
derecho a la propiedad, se ha encargado además de definir cuáles son 
sus atributos particulares y los elementos que constituyen el núcleo 
esencial del derecho89. 

Sin embargo, de acuerdo con lo expuesto hasta el momento, pode-
mos asegurar que la propiedad ha evolucionado de un derecho absolu-
to e ilimitado a un derecho relativo y naturalmente limitable90. También 
es claro que dicho carácter limitable del derecho faculta al legislador y 
a algunas autoridades de tipo administrativo a establecer restricciones 

pre restrictiva’”. Giovanni J. Herrera Carrascal. “La función ecológica de la propiedad 
y de la empresa, análisis normativo y jurisprudencial”, en Beatriz Socorro Londoño 
Toro, Gloria Amparo Rodríguez y Giovanni J. Herrera Carrascal (eds.). Perspectivas 
del derecho ambiental en Colombia, Bogotá, Universidad del Rosario, 2006, pp. 96 a 130.

89 Sentencia C-595 de 18 de agosto de 1999, M. P.: Carlos Gaviria Díaz.
90 Al respecto cabe hacer mención a la Sentencia C-666 de 30 de agosto de 2010, M. P.: Hum-

berto Antonio Sierra Porto, en la que se hace referencia a lo siguiente: El artículo 58 
de la Carta Política de Colombia dispone que el ordenamiento jurídico nacional preser-
vará la propiedad privada y los derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles. Esta 
protección, común a todo régimen constitucional que reconozca la primacía de los dere-
chos individuales, no es absoluta. La limitación del ejercicio del derecho de propiedad 
atiende al reconocimiento de que, según el artículo 95 de la Carta Política, el ejercicio de 
los derechos y libertades reconocidos en la Constitución implica responsabilidades, toda 
vez que las decisiones humanas no repercuten de manera exclusiva en la órbita personal 
del individuo sino que afectan, de manera directa o indirecta, el espectro jurídico de los 
demás.
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cuando el interés general así lo demande. No obstante, ello no es argu-
mento para que el legislador, en uso de sus potestades, limite el núcleo 
esencial del derecho, pues precisamente es esta la mayor camisa de 
fuerza a la hora de regular el contenido de un determinado derecho91. 

En tal sentido, también ha establecido esta jurisprudencia consti-
tucional que las limitaciones que se impongan al derechohabiente no 
pueden perder de vista los principios de razonabilidad y proporciona-
lidad que ameritan una ponderación entre los intereses individuales y 
sociales92.

Dicho lo anterior, surgen distintas inquietudes obvias en este con-
texto: En primer lugar se cuestiona cuál es el contenido del núcleo 
esencial de un derecho. A renglón seguido surge la pregunta de cuál 
es el contenido del núcleo esencial del derecho de propiedad, para 
luego interrogarse acerca de cuál es el contenido del núcleo esencial 
del derecho de propiedad, en particular, en lo que a parques naturales 
se refiere. Aunque no se puedan desarrollar de manera integral esos 
cuestionamientos, en la medida en que ello escapa las pretensiones de 
este trabajo de investigación, resulta pertinente sentar algunas breves 
reflexiones frente a cada uno de los interrogantes.

A. Núcleo esencial de los derechos fundamentales

Sea lo primero mencionar frente a este interrogante, que si bien esta 
teoría ha sido cuestionada en el derecho colombiano, por no tener asi-
dero en el ordenamiento positivo, la Corte ha señalado que el núcleo 
esencial de un derecho fundamental puede definirse como “el ámbito 
intangible del derecho cuyo respeto se impone a las autoridades y a los 
particulares”93.

En esta oportunidad, la Corte Constitucional hizo referencia a dos 
teorías básicas para poder determinarlo: 

Visto desde la perspectiva de los derechos subjetivos, el contenido esencial 
de un derecho fundamental consiste en aquellas facultades o posibilidades 

91 Confrontar esta postura con la Sentencia T-245 de 21 de mayo de 1997, M. P.: Fabio Mo-
rón Díaz.

92 Sentencia C-1172 de 2004, cit.
93 Sentencia T-426 de 24 de junio de 1992, M. P.: Eduardo Cifuentes Muñoz.
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de actuación necesarias para que el derecho sea reconocible como 
pertinente al tipo descrito y sin las cuales dejaría de adscribirse a ese tipo, 
desnaturalizándose. Por otra parte, la jurisprudencia de intereses ha diseñado 
una fórmula según la cual el núcleo esencial del derecho fundamental es 
aquella parte de su contenido que es del todo necesaria para que los intereses 
protegibles en lo jurídico, que dan vida al derecho, resulten real, concreta 
y efectivamente protegidos. De este modo, se rebasa o se desconoce el 
contenido esencial cuando el derecho queda sometido a limitaciones que lo 
hacen impracticable, lo dificultan más allá de lo razonable o lo despojan de la 
necesaria protección94.

Siguiendo con esta línea, años más tarde la Corte volvió a referirse al 
núcleo esencial en los siguientes términos:

El núcleo esencial de los derechos fundamentales ha sido entendido como el 
reducto medular invulnerable que no puede ser puesto en peligro por autoridad 
o particular alguno. La Corte Constitucional lo define, a su vez –siguiendo 
al profesor Peter Häberle– como “... el ámbito necesario e irreductible de 
conducta que el derecho protege, con independencia de las modalidades que 
asuma el derecho o de las formas en que se manifieste. Es el núcleo básico del 
derecho fundamental, no susceptible de interpretación o de opinión sometida 
a la dinámica de coyuntura o ideas políticas”95 (resaltado nuestro). 

En este mismo sentido, años después señaló:

El núcleo esencial se ha definido como el mínimo de contenido que el legislador 
debe	respetar,	es	esa	parte	del	derecho	que	lo	identifica,	que	permite	diferenciarlo	
de otros y que otorga un necesario grado de inmunidad respecto de la intervención 
de las autoridades públicas. En sentido negativo debe entenderse el núcleo 
esencial de un derecho fundamental como aquel sin el cual un derecho deja 
de ser lo que es o lo convierte en otro derecho diferente o lo que caracteriza o 
tipifica	al	derecho	fundamental	y	sin	lo	cual	se	le	quita	su	esencia	fundamental. 
O, también, puede verse como la parte del derecho fundamental que no admite 
restricción porque en caso de hacerlo resulta impracticable o se desnaturaliza 
su ejercicio o su necesaria protección96 (resaltado nuestro). 

En resumen, la teoría del núcleo esencial, es un mecanismo para pro-
teger la parte más sustancial de los derechos, resguardándola de cual-

94 Sentencia T-426 de 24 de junio de 1992, M. P.: Eduardo Cifuentes Muñoz.
95 Sentencia T-799 de 14 de diciembre de 1998, M. P.: Vladimiro Naranjo Mesa.
96 Sentencia C-756 de 30 de julio de 2008, M. P.: Marco Gerardo Monroy Cabra.
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quier límite o intervención, de manera que el derecho mismo, aunque 
restringido en otras de sus esferas, pueda aún ser ejercido y no pierda 
materialmente su contenido.

B. Núcleo esencial del derecho de propiedad

Expuesto en qué consiste el núcleo esencial de los derechos en general, 
trataremos de desarrollar el segundo interrogante relativo al núcleo 
esencial del derecho de propiedad en concreto.

De esta manera, se desarrollan por la jurisprudencia constitucional 
dos tesis al respecto: una primera de ellas toma como parámetro de 
referencia los atributos tradicionales del derecho de propiedad (uso 
goce y disposición/uso, goce y explotación), y otra, la que encuentra 
en el contenido económico o los intereses jurídicamente protegidos la 
esencia propia del derecho y, por ende, su aspecto irreductible.

Frente a la primera postura, se referencia la popular Sentencia 
T-245 de 1997 ya citada, en la que al referirse al núcleo esencial de la 
propiedad, se dispuso:

... se restrinjan o limiten en su núcleo esencial los atributos de la propiedad, 
como son el usar, el gozar o el disponer legal y patrimonialmente de los bienes 
privados, al negar la autoridad municipal competente la expedición de 
certificados fiscales o paz y salvos municipales indispensables para el tráfico 
jurídico económico de inmuebles a los peticionarios97 (resaltado nuestro).

Incluso, un año más tarde, se mantuvo esta primera postura en los si-
guientes términos:

Ese núcleo irreductible de poder, garantizado por la Constitución, se refiere 
al nivel mínimo que pueden objetivamente tener las facultades de goce y 
disposición del bien para permitir a su titular extraer su utilidad económica 
en términos de valor de uso o de valor de cambio que, en la conciencia 
social, alcancen a justificar la presencia de un interés privado y a reconocer 
como subsistentes los rasgos que distinguen un cierto tipo de propiedad. 

97 La misma posición jurisprudencial fue reiterada en las sentencias Sentencia T-554 de 
5 de octubre de 1998, M. P.: Fabio Morón Díaz; C-204 de 21 de febrero de 2001, M. P.: 
Alejandro Martínez Caballero; Sentencia T-746 de 12 de julio de 2001, M. P.: Alfredo 
Beltrán Sierra; y Sentencia C-491 de 26 de junio de 2002, M. P.: Marco Gerardo Mon-
roy Cabra.
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Indudablemente, aquélla y estos se esfumarían si las limitaciones y obligaciones 
sociales impuestas al propietario son irrazonables y coartan toda posibilidad 
efectiva de utilidad puramente individual del derecho98 (resaltado nuestro). 

A pesar de que en 2006 se dio un cambio rotundo en el sentido de 
excluir el poder dispositivo de la órbita del núcleo esencial de la pro-
piedad, para sólo reconocer como parte del mismo a los atributos de 
goce, uso y explotación, a través de la Sentencia C-189 del referido año 
ya citada, se continuó insistiendo en que el núcleo esencial continuaba 
girando en torno a los atributos (aunque no todos) del derecho:

Es compatible con el núcleo esencial del derecho a la propiedad privada que 
el legislador establezca prohibiciones temporales o absolutas de enajenación 
sobre algunos bienes, siempre y cuando se acredite que las mismas, además de 
preservar un interés superior que goce de prioridad en aras de salvaguardar los 
fines	del	Estado	social	de	derecho,	mantienen	a	salvo	el	ejercicio	de	los	atributos	
de goce, uso y explotación, los cuales no sólo le confieren a su titular la 
posibilidad de obtener utilidad económica, sino también le permiten legitimar 
la existencia de un interés privado en la propiedad99 (resaltado nuestro). 

De cara a la segunda postura, se cambia el anterior paradigma y se con-
cibe la propiedad –en su núcleo esencial– en términos del ejercicio de 
las potestades de contenido económico que pueda realizar el titular 
del derecho. De modo que en el presente grupo encontramos senten-
cias como la siguiente:

Se caracteriza, en cuanto derecho subjetivo, por la decisión unilateral que 
ejercen sus legítimos titulares sobre el destino económico de las cosas; es decir el 
núcleo esencial de este derecho, se encuentra en su contenido económico, pues 
es evidente que por las razones argumentadas por las autoridades municipales 
se está afectando el uso, el goce y la disposición como prerrogativas del derecho 
de propiedad sobre los bienes afectándose el proceso jurídico económico 
para transmitir patrimonialmente a terceros las cosas o para cumplir la 
tradición y el perfeccionamiento legal sobre los inmuebles que exigen, en 
cada caso concreto, tanto las normas civiles como fiscales. La doctrina de la 
Corte ha entendido que el contenido esencial del derecho de propiedad puede 
determinarse por los intereses jurídicamente protegidos, de modo que se rebasa 
o se desconoce su núcleo básico, cuando el derecho queda sometido a límites que 

98 Sentencia C-006 de 18 de enero de 1993, M. P.: Eduardo Cifuentes Muñoz.
99 Sentencia C-189 de 2006, cit.
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lo	hacen	impracticable,	lo	dificultan	más	allá	de	lo	razonable	o	lo	despojan	de	su	
protección100 (resaltado nuestro).

En esta misma línea se encuentra:

El contenido esencial del derecho de propiedad, entendido como aquel mínimo 
subjetivo o espacio de libertad para que las personas puedan ejercer y disponer 
libremente de sus bienes dentro del marco jurídico, no puede ser interferido por 
el Estado so pretexto de regular su función social y ecológica, ya que ante todo 
se trata de un derecho fundamental que permite el desarrollo de un ámbito 
de libertad personal y en este sentido debe protegerse constitucionalmente101 
(resaltado nuestro).

En este sentido y de cara al abanico de interpretaciones y conceptua-
lizaciones en torno al derecho de propiedad, autores como Santaella 
Quintero102 han considerado este aspecto del núcleo esencial, dentro 
de este escenario, algo problemático:

La amplitud de los contornos del objeto de la propiedad constitucional obliga 
a que su reconstrucción sea efectuada desde una abstracción y una elevación 
conceptual tales que, si bien consiguen extender la cobertura de este derecho 
a confines de ordinario ajenos a este referente ius fundamental, acaban por 
privar a esta garantía de buena parte de su capacidad de protección. El efecto 
del límite que le es inherente se diluye en la indeterminación de un concepto 
demasiado genérico y abstracto. Su escasa densidad descriptiva supone 
entonces un incremento de su cobertura en términos cuantitativos, pero una 
correlativa merma de la misma en términos cualitativos103. 

De modo que, dadas las distintas formas que puede tomar el derecho de 
propiedad, según el citado autor, su núcleo fundamental no puede limi-
tarse a una simple abstracción del concepto de dominio, sino que deberá 
atender al tipo de propiedad a ejercerse para poder extraer los elemen-
tos que resultan fundamentales al mismo, opinión que compartimos.

A pesar de toda la exposición anterior y con independencia de las di-
ferencias que puedan surgir entre una u otra teoría, lo que a este punto 

100 Sentencia T-245 de 1997, cit.
101 Sentencia C-1172 de 2004, cit.
102 Santaella Quintero. “El régimen constitucional de la propiedad privada y su garantía 

en Colombia. Análisis fundamentado en el estudio de las garantías de la propiedad priva-
da en los ordenamientos constitucionales alemán y español”, cit.

103 Ibíd., p. 229.
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se debe destacar es que cuando se logre transgredir ese núcleo intangi-
ble en el marco del derecho de propiedad, la limitación puede conllevar 
en sí misma efectos expropiatorios sobre el bien objeto de dominio.

C. Núcleo esencial del derecho de
propiedad en parques naturales

En atención a que, tal como lo ha establecido la Corte Constitucional y 
la Ley 2 de 1959 ya citada, dentro de las zonas destinadas a parques 
naturales no sólo se encuentran comprendidos terrenos públicos sino 
también de propiedad privada104, cuyos titulares se ven seriamente 
condicionados en el ejercicio de sus derechos por las limitaciones pro-
pias de estas áreas, se cree conveniente hacer un análisis tangencial del 
estado en el que se encuentra el núcleo esencial de los mismos, a fin de 
determinar si se ve o no desconocido con las restricciones impuestas.

Si consideramos en concreto en el punto de propiedad privada en 
parques naturales, debemos recordar que la misma se encuentra afec-
tada de manera directa a la finalidad de interés público o social propio 
del Sistema de Parques Nacionales, a pesar de que el núcleo esencial 
de la propiedad sea uno solo, la regulación de este sistema hace que la 
limitación del derecho sea más agresiva.

De esta manera, cuando con ocasión de alguna afectación se vulnere 
el núcleo esencial del derecho de propiedad, el bien debe ser adquirido 
mediante compra o expropiación105. No obstante, volvemos al mismo 
interrogante planteado con anterioridad ¿Cuál es el núcleo esencial del 
derecho de propiedad privada en Parques Naturales?

Antes de entrar a analizar a fondo dicho aspecto, cabe a este punto 
citar la Sentencia C-544 de 18 de julio de 2007106 en la que se reitera la 
prohibición en cabeza del legislador para limitar107 el derecho de do-
minio más allá de lo que se entiende como su núcleo esencial:

104 Sentencia C-649 de 1997, cit.
105 Sentencia C-649 de 1997, cit.
106 Sentencia C-544 de 2007, M. P.: Marco Gerardo Monroy Cabra.
107 En sentencia de la Corte Constitucional C-133 de 2009, cit., se establece que “Constituyen 

límites a la propiedad privada, la utilidad pública o el interés social, de los cuales deriva 
la expropiación; así como también constituyen límites a la propiedad la extinción de do-
minio y la confiscación”. Al referirnos al Sistema de Parques Naturales, nos encontramos 
de cara a la utilidad pública o el interés social.
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Si bien es cierto que la delimitación de la función social de la propiedad privada 
corresponde al legislador dentro de marcos razonables y proporcionados, pues 
si bien puede ampliar o restringir la zona de penumbra del derecho, también 
lo es que no puede afectar su núcleo esencial de tal forma que deje sin sentido la 
protección constitucional del derecho. En tal virtud, el legislador puede limitar 
en mayor o en menor medida el espectro de protección del derecho de dominio, de 
acuerdo con la naturaleza de los bienes, su clase y la utilización de los mismos, 
para hacer prevalecer intereses generales o por motivos de utilidad pública o 
para	exigir	el	deber	de	solidaridad,	pero	sin	que	ello	signifique	autorización	para	
dejar sin efectos la garantía constitucional mínima e irreductible del derecho108 
(resaltado nuestro).

Debemos recordar que la Corte Constitucional a través de la precitada 
Sentencia C-189 de 2006, dispuso que:

La limitación impuesta a la disposición de los bienes que se incorporan 
al Sistema de Parques Nacionales Naturales a fin de realizar la función 
ecológica prevista a la propiedad privada en la Constitución, no implica un 
desconocimiento de los atributos de uso, goce y explotación sobre los mismos.

Así mismo, se estableció en la citada sentencia que 

... estas limitaciones a pesar de prohibir la enajenación de derechos que se 
incorporan al patrimonio de una persona a manera de derechos personales 
sobre los cuales se ejerce propiedad privada, no implican el desconocimiento 
del núcleo esencial del citado derecho, porque además de preservar sobre 
ellos los atributos de goce, uso y explotación, responden a la necesidad de 
asegurar un interés superior que goza de prioridad en aras de salvaguardar 
los fines del Estado social de derecho.

De tal manera, la Corte Constitucional ha reconocido que es afín con el 
núcleo esencial del derecho el que el legislador establezca prohibicio-
nes temporales o absolutas de enajenación de ciertos bienes, siempre 
y cuando se acredite que además de preservar un interés superior, no 
afectan las potestades de uso, goce y explotación, ya que estos atribu-
tos le confieren al titular la posibilidad de obtener una utilidad eco-
nómica y legitiman la existencia de un interés privado sobre el bien. 
Lo anterior significa que, a juicio de esa Corporación, la violación al 

108 Sentencia C-544 de 2007, cit.
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núcleo esencial del derecho de propiedad en ese ámbito, dependerá de 
la intromisión en las facultades dominiales de uso, goce y explotación, 
de suerte que de cruzarse esta importante línea, deberá el Estado ad-
quirir el respectivo bien mediante compra o expropiación.

Definido cuál es el núcleo esencial de la propiedad desde la pers-
pectiva de la jurisprudencia reseñada, en atención a que con la consti-
tucionalización de este derecho el propietario debe respetar las limi-
taciones impuestas por el legislador, siempre que coexista un interés 
superior y no se afecten los atributos mencionados, qué sucede cuan-
do con la declaratoria de un área como parte del Sistema de Parques 
Nacionales, se conduce a la imposición de gravámenes que involucran 
restricciones en la utilización, disfrute y explotación de los bienes de 
propiedad particular.

Visto desde otra perspectiva, el derecho de propiedad bajo la óptica 
de autores como Santaella, quienes consideran que el núcleo esencial 
está desligado a las potestades tradicionales para el ejercicio del dere-
cho, y que por el contrario, el mismo se encuentra vinculado al recono-
cimiento de una facultad genérica de aprovechamiento o explotación, 
se cuestiona así mismo qué sucede con la explotación económica o el 
aprovechamiento, cuando depende solo de las actividades investiga-
tivas, educativas y recreativas que se puedan llevar a cabo en la zona.

VI. Recapitulación:
Una lectura de la situación en conjunto

Tal como se expuso en el capítulo anterior, son varias, reiterativas y 
frecuentes las prohibiciones a las que se enfrenta quien pretende ha-
cer uso o ejercer algún tipo de dominio sobre un parque natural. Esto, 
sin hacer alusión a la camisa de fuerza que se debe respetar frente a 
las actividades que se pretendan desarrollar, toda vez que las mismas 
deben estar contempladas como actividades permitidas en la ley y el 
respectivo plan de manejo de cada una de las áreas.
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A. Las facultades de uso, goce y explotación en
parques naturales desde la perspectiva de los
atributos como núcleo esencial de la propiedad

Cuando la Corte Constitucional se ha referido de manera reciente a la 
presente teoría, no ha tenido en cuenta el poder dispositivo como una 
facultad propia de la esencia del derecho, sino que se ha limitado a 
considerar que en el contexto de parques naturales no tiene tal conno-
tación. De manera que para el tribunal constitucional, sólo atienden a 
la esencia del derecho en este escenario específico los atributos de uso, 
goce y explotación de los bienes de propiedad particular109. 

No obstante, el ejercicio del derecho de dominio en parques natu-
rales se vuelve muy restringido por la cantidad de condicionamientos 
a los que se encuentra sujeto, de suerte que se cuestiona hasta qué 
punto pueden ser ejercidas las mencionadas facultades de uso, goce y 
explotación cuando existen unos gravámenes tan fuertes que limitan 
las actividades y los poderes del propietario, circunstancia que hace 
cada vez más dispar la situación de este tipo de propietarios con la de 
otros que no encuentran esta clase de condicionamientos en el ejerci-
cio de su derecho.

En este orden de ideas, las actividades permitidas por el Código 
Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio 
Ambiente110 se encuentran relacionadas con acciones de conservación, 
recuperación y control, investigación, educación, recreación y cultura. 
Como se puede apreciar en el artículo 332 del mencionado código, 
estas sólo implican actividades tendientes al mantenimiento del es-
tado de los recursos naturales, estudios e investigaciones para el res-
tablecimiento y conocimiento de los ecosistemas, la ilustración sobre 
el manejo y conservación de los valores existentes en la naturaleza, 
el entretenimiento de los visitantes de las áreas y el conocimiento de 
los intangibles inmersos en los parques. Sin embargo, tal como lo ha 
establecido la Corte Constitucional, dentro de las zonas destinadas a 
parques naturales, no sólo se encuentran comprendidos terrenos pú-
blicos, sino también de propiedad privada111 que se ven seriamente 

109 Sentencia C-189 de 2006, cit.; Sentencia C-035 de 2016, cit.
110 Decreto 2811 de 1974, cit.
111 Sentencia C-649 de 1997, cit.
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condicionados en el ejercicio de sus derechos, al encontrarse sujetos a 
las limitaciones propias de estas áreas.

Dentro de este contexto, sin perder de vista que el núcleo esencial 
de este derecho –según los lineamientos de la Corte expuestos antes– 
está compuesto por los atributos de uso, goce y explotación, se debate 
qué tanto se pueden ejercer estas potestades cuando se encuentran 
reducidas estrictamente a las actividades descritas por la ley y el regla-
mento. Si bien se había establecido de manera categórica que el núcleo 
esencial de un derecho correspondía al ámbito intangible o reducto 
medular invulnerable de cualquier tipo de intervención externa112, en 
virtud de esta teoría, las potestades centrales mencionadas sufren li-
mitantes materiales que restringen en forma considerable el núcleo 
esencial del derecho, puede considerarse que en esta virtud el derecho 
se hace irrealizable113. 

De otro lado, recordemos que tal como estableció la Corte Consti-
tucional en 2004: “... las limitaciones que se impongan al derechoha-
biente, no pueden perder de vista los principios de razonabilidad y 
proporcionalidad que ameritan una ponderación entre los intereses 
individuales y sociales”114.

B. El aprovechamiento en parques naturales
desde la óptica del contenido económico

Ahora bien, a partir de la base de la teoría de la explotación o del conte-
nido económico del derecho, se exponía que autores como Santaella 
entienden el núcleo esencial del derecho de propiedad en términos del 
reconocimiento de una genérica facultad de aprovechamiento o explo-
tación, opinión que comparte Carlos Mauricio López Cárdenas al 

112 Frente a este punto se citaron las sentencias T-426 de 1992, cit.; y T-799 de 1998, cit., 
proferidas por la Corte Constitucional. 

113 A este respecto, resulta interesante, observar cómo incluso el artículo 33 del Decreto 
2372 de 2010, cit., en el marco del enunciado de “función social y ecológica de la propie-
dad y limitación al uso”, dispuso que en tratándose de áreas protegidas públicas, su reser-
va, delimitación, alinderación y manejo, implicaban una restricción al uso de los predios 
(públicos o privados) sobre los cuales recaía. A renglón seguido, el artículo menciona que 
esta afectación conlleva la imposición de ciertas restricciones al ejercicio del derecho de 
propiedad o la imposición de obligaciones de hacer o no hacer lo que refuerza el enuncia-
do referenciado. 

114 Sentencia C-1172 de 2004, cit.
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considerar que, en el evento en que se imponga una limitación que no 
sea temporal sobre algunos atributos, debe permitirse la obtención de 
alguna utilidad económica que justifique un interés personal sobre la 
propiedad115.

De suerte que, tal como se explicaba en el numeral anterior, el ré-
gimen de protección de los parques naturales resulta tan fuerte para 
quienes hacen uso del mismo y en especial para su propietario, que 
solo pueden realizar allí las actividades que se encuentren expresa-
mente descritas como permitidas, de manera que se llega al mismo 
punto anterior: qué tipo de contenido económico sustenta el derecho 
cuando se debe ceñir de manera exclusiva a actividades investigativas, 
educativas, culturales, de conservación, de recuperación y control y 
eco-recreativas.

Así mismo, se cuestiona qué tanto se puede predicar del contenido 
económico o del aprovechamiento del derecho, cuando con indepen-
dencia de la teoría de los atributos del derecho de propiedad (antes 
mencionada), la disposición del bien como manifestación primigenia 
de la esencia económica del derecho se ve anulada por las prohibicio-
nes del artículo 13 de la Ley 2 de 1959 ya citada, y las señaladas en el 
artículo 63 Superior (ambos expuestos con anterioridad) en los even-
tos en los que el dominio privado recae sobre áreas declaradas como 
parques naturales, de forma que no se puede vender a alguien distinto 
que al Estado mismo.

Tal como refieren autores como Rueda Gómez, en estos escenarios 
resulta complejo definir con exactitud el régimen de uso y las posibi-
lidades de aprovechamiento económico sobre el bien, de modo que si 
bien existe total facultad para declarar este tipo de áreas sobre terre-
nos de propiedad particular, se ha llegado a pensar que la categoría de 
protección sea incompatible con cualquier tipo de explotación econó-
mica, toda vez que frente a las mismos sólo está permitido el desarrollo 
de actividades restrictivas116. 

115 Carlos Mauricio López Cárdenas. “Parques nacionales naturales ¿Es legítimo restringir 
intemporalmente la enajenación de bienes inmuebles privados?”, en Sáenz Quitian, Gó-
mez Rey y Rodríguez (eds.). Conflictos	entre	propiedad,	comercio	y	ambiente, cit.

116 Rueda Gómez. “Derecho a la igualdad y función ecológica de la propiedad, hacia una dis-
tribución equitativa de las cargas y beneficios derivados de las áreas protegidas en Co-
lombia”, cit.
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C. Sintésis

No obstante, sea una u otra teoría la que se tome como base para de-
terminar el núcleo del derecho, se comparte la opinión de aquellos 
que consideran que el derecho de propiedad en estos escenarios es 
irrealizable de la forma en la que se encuentra concebido, y que como 
consecuencia, el Estado tiene el deber de adquirir el bien con un lími-
te temporal a través de los mecanismos constitucionales y legales que 
operan al respecto.

Ahora bien, expuesto lo anterior, a partir de la base de las particulari-
dades del derecho de propiedad, se explorará este tema en los siguien-
tes aspectos: 1. Si el derecho de propiedad en parques naturales, tal y 
como está concebido, permite que en la actualidad sea posible hablar 
de un derecho de “propiedad” sobre estas áreas; 2. Si por el contrario, la 
idea que se tiene sobre el derecho de propiedad no es compatible con la 
forma en la que se estructura el dominio en estas zonas, de suerte que 
los atributos que conforman esta figura (tal y como está planteada) se 
confundan con los otros derechos reales, toda vez que no existe una di-
ferenciación efectiva entre unos y otros derechos; 3. O si las trasforma-
ciones del derecho que se encuentran sujetas al régimen legal y consti-
tucional vigente, constituyen un derecho de propiedad sui generis.

Una vez se logre concluir lo anterior117, se analizará la obligación del 
Estado de adquirir el inmueble a través de los mecanismos de expro-
piación o compra. Así mismo, se analizarán las consecuentes implica-

117 Al respecto cabe la siguiente cita, que aunque circunscrita a las reservas forestales pro-
tectoras, se puede ajustar en sus generalidades con la situación en parques naturales: “El 
escaso marco regulatorio –contenido en los artículos 202 a 210 del Código de Recursos 
Naturales Renovables (Decreto Ley 2811 de 1974 [cit.]), y la ausencia de un desarro-
llo reglamentario, impiden definir con precisión el régimen de uso, las posibilidades de 
aprovechamiento económico de los terrenos afectados y los mecanismos de gestión del 
Estado para asegurar el efecto protector frente a la existencia de derechos reales debida-
mente constituidos sobre un área declarada como reserva forestal protectora. Aunque las 
mismas disposiciones del Decreto 2811 prevén la posibilidad que las reservas forestales 
se declaren en terrenos de propiedad privada, se ha llegado a interpretar que esta cate-
goría de protección es incompatible con cualquier forma de explotación económica y que 
las áreas declaradas solo pueden destinarse a la conservación del bosque, permitiendo 
únicamente la obtención de frutos secundarios del mismo, lo que equivale a negar los 
atributos de uso, goce y disposición del derecho a la propiedad. Rueda Gómez. “Derecho 
a la igualdad y función ecológica de la propiedad, hacia una distribución equitativa de las 
cargas y beneficios derivados de las áreas protegidas en Colombia”, cit. 
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ciones para el propietario frente a esta situación, toda vez que hoy no 
existen límites temporales para que el Estado lleve a cabo una u otra 
actividad (expropiación o compra del bien), lo que agrava aún más la 
situación para los derechohabientes.

Resueltos los anteriores puntos, se estudiará si la situación en con-
texto puede ser considerada como una ruptura al principio de lega-
lidad o prohibición, incluso, al mismo principio de igualdad ante las 
cargas públicas, si se tiene en cuenta que, tal como fue expuesto, los 
particulares pueden realizar todo aquello que no les está expresamen-
te prohibido, salvo cuando el particular es propietario de un área que 
pertenece al Sistema del Parques Naturales.





Capítulo tercero
Posibles consecuencias y retos de las

particularidades del derecho a la
propiedad privada en parques naturales

I. La singular naturaleza jurídica del derecho de propiedad 
en parques naturales colombianos

Como se verá a continuación, cuando el derecho de dominio es ejercido 
en terrenos que conforman el Sistema de Parques Naturales adquiere 
unas condiciones y características propias que lo diferencian de otras 
formas de dominio, pero que a su vez, lo hacen asemejarse a otros de-
rechos reales diferentes de la propiedad misma. 

A. Particularidades del derecho de
propiedad en parques naturales

Realizada en el capítulo anterior una breve mención con relación a los 
atributos y características del derecho de propiedad, se aprecia que en 
la actualidad el mismo se constituye como un derecho naturalmente li-
mitable de acuerdo a distintos factores de orden sobre todo ecológico y 
social. De acuerdo a esto, se manifestó que tanto la jurisprudencia cons-
titucional como la doctrina han puesto sus esfuerzos en delimitar el nú-
cleo esencial del derecho de manera que se intervenga tan solo la esfera 
del mismo, que no se encuentre comprometida en su parte cardinal.

De esta manera, resulta evidente que el ejercicio del derecho de do-
minio en bienes que conforman el Sistema de Parques Nacionales Na-
turales ha sufrido múltiples transformaciones en sus atributos, en sus 
mínimos para ser ejercido, en sus puntos de contacto con otros dere-
chos reales. Esta cuestión será expuesta en este aparte, no sin antes ha-

67
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cer mención a unos conceptos próximos a este aspecto, que a pesar de 
encontrarse interrelacionados entre sí, no tienen el mismo significado.

1. Diferencias y puntos de contacto entre el poder
dispositivo/alienable y la mera venta de tierras a
que se refiere el artículo 13 de la Ley 2 de 1959

Surge con frecuencia la discusión de si la prohibición constitucional 
del artículo 63 frente a la alienabilidad de los parques naturales se re-
fiere solo a la venta de tierras incorporada en el artículo 13 de la Ley 2 
de 1959, o si por el contrario, hace referencia a poderes distintos y, por 
ende, la disposición constitucional comprende un criterio más amplio 
de restricción frente al ejercicio mismo del derecho. 

Al respecto, debemos empezar por manifestar que la Corte Consti-
tucional desde hace más de dos décadas ha definido la inalienabilidad 
como una prohibición a la facultad de negociación que recae sobre un 
determinado bien, de manera que se impide que los mismos sean sus-
ceptibles de venta, donación, permuta o cualesquier otro negocio tras-
laticio de dominio118. 

En 2011, la Corte en otra sentencia con ocasión a los bienes de uso 
público, hizo de nuevo referencia a que la inalienabilidad correspondía 
a la imposibilidad de negociación por encontrarse el bien por fuera de 
la órbita del comercio119. 

De otro lado, haciendo honor al artículo 27 del Código Civil y en el 
entendido que las palabras deben ser interpretadas de acuerdo a su 
sentido natural y obvio, acudimos al diccionario de la Real Academia 
Española, para así comprender semánticamente lo que se define por 
“disposición”: “5. Intr. Der. Ejercitar en algo facultades de dominio, ena-
jenarlo o gravarlo, en vez de atenerse a la posesión y disfrute. Testar 
acerca de ello”120.

118 Corte Constitucional. Sentencia T-572 9 de diciembre de 1994, M. P.: Alejandro Mar-
tínez Caballero.

119 Corte Constitucional. Sentencia T-575 de 25 de julio de 2011, M. P.: Juan Carlos He-
nao Pérez.

120 Real Academia Española. Diccionario de la lengua española, 23.a ed., Madrid, rae, 2014, 
sv. “disponer”.
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A partir de lo anterior, se observa que al “disponer” el propietario 
de un bien, lo que decide jurídicamente, es acerca de su suerte como 
objeto de derechos y obligaciones, lo que implica ejercer la facultad de 
hacer el bien susceptible de negocios jurídicos. No obstante, al tras-
ladar en forma definitiva el bien de una esfera patrimonial a otra, los 
derechos sobre el mismo, pero en especial sus obligaciones –de acuer-
do con la naturaleza de cada bien– se mantienen, sin importar quién 
ostente el derecho de dominio sobre el mismo.

De acuerdo a lo expuesto antes, si tenemos en cuenta que la facultad 
de disposición del bien hace parte de uno de los atributos por excelen-
cia del derecho de dominio, pero además coincide en su significado con 
la posibilidad que tiene el propietario de poder celebrar negocios jurí-
dicos sobre el bien, disponer y alienar, son en cierto sentido, lo mismo.

Por otro lado, tenemos la facultad de venta de tierras que se refleja 
como una prohibición en el marco de los parques naturales, de acuer-
do a lo dispuesto por el artículo 13 de la Ley 2 de 1959. No obstante, a 
continuación se analizará si la mencionada prohibición coincide con la 
contenida en el artículo 63 constitucional.

El artículo 1849 del Código Civil, define la compraventa como: “Un 
contrato en el que una de las partes se obliga a dar una cosa y la otra a 
pagarla en dinero. Aquélla se dice vender y esta comprar. El dinero que 
el comprador da por la cosa vendida se llama precio”.

De esta suerte, si bien la facultad de disposición puede materializar-
se a través de la figura de la compraventa, toda vez que esta se encuen-
tra dentro del catálogo de negocios jurídicos de los que puede hacer 
uso el propietario, y en retrospectiva, la compraventa implica el ejer-
cicio de la potestad de disponer con libertad del bien, la disposición 
puede verse realizada a través de otros negocios jurídicos, distintos a 
la compraventa, tales como la permuta o la donación. De modo que, no 
obstante ambas figuras tienen una afinidad y cercanía fuerte, aunque 
la compraventa siempre lleve implícita la potestad de disposición, no 
toda disposición se materializa a través de la compraventa, sino que 
contempla un espectro más amplio de negocios jurídicos de los que se 
puede hacer uso en su llamamiento.
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Lo anterior, aunado a que la norma constitucional es norma poste-
rior y, sobre todo, a que se trata de una norma de mayor jerarquía121, 
significa que a la fecha los parques naturales, no sólo se encuentran 
sujetos a la prohibición de venta de tierras consagrada por la Ley 2 
de 1959, sino que también a la condición de inalienabilidad dispues-
ta por el artículo 63 de la Constitución Política colombiana, situación 
que restringe por completo la tradicional facultad de disposición de los 
propietarios.

2. Diferencias entre venta y sustracción de áreas

Establecida la anterior comparación y obtenida la conclusión de que 
a la fecha los parques naturales son inalienables en los términos del 
artículo 63 de la Constitución, vale la pena adentrarnos en forma breve 
en la diferenciación que existe entre la imposibilidad de disposición de 
terrenos comprendidos dentro de las zonas declaradas como parques 
naturales y la prohibición de extraer este tipo de áreas.

Nos permitimos traer a colación la Sentencia C-649 de 1997 ya ci-
tada, proferida por la Corte Constitucional colombiana, en la que se 
expone cómo debe interpretarse la disposición contenida en el artículo 
63 constitucional:

La protección que el artículo 63 de la Constitución establece al determinar que 
los bienes allí mencionados son inalienables, inembargables e imprescriptibles, 
debe interpretarse, con respecto a los parques naturales, en el sentido de que 
dichas limitaciones las estableció el constituyente con el propósito de que las 
áreas alindadas o delimitadas como parques, dada su especial importancia 
ecológica (art. 79), se mantengan incólumes e intangibles, y por lo tanto, no 
puedan ser alteradas por el legislador, y menos aún por la administración, 
habilitada por este.

El sistema ambiental que ha configurado la Constitución fue una respuesta 
del constituyente al preocupante y progresivo deterioro del ambiente y de los 
recursos naturales renovables. Ello explica la necesidad de salvaguardar para 
las generaciones presentes y futuras los elementos básicos que constituyen el 
sustrato necesario para garantizar un ambiente sano, mediante la preservación 
y restauración de los ecosistemas que aún perviven. En tal virtud, entiende la 

121 Artículos 2.°, 6.° y 9.° de la Ley 153 de 24 de agosto de 1887, Diario	Oficial, n.° 7.151, de 
28 de agosto de 1887.
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Corte que la voluntad del constituyente fue que las áreas integradas al Sistema 
de Parques Nacionales se mantuvieran afectadas a las finalidades que le son 
propias; por consiguiente, la calidad de inalienables de los parques naturales, 
reconocida en el artículo 63 debe entenderse, en armonía con los artículos 79 y 
80, en el sentido indicado antes, esto es, que las áreas o zonas que los integran no 
pueden ser objeto de sustracción o cambio de destinación. En tales condiciones, 
se repite, ni el legislador ni la administración facultada por éste, pueden sustraer, 
por cualquier medio las áreas pertenecientes al referido sistema.

De manera que, en los términos de la sentencia mencionada, cuando 
se hace mención a que los parques naturales son inalienables, impres-
criptibles e inembargables, no se pretende algo distinto que proteger 
la integridad e identidad de las áreas naturales como tales, de manera 
que ni el legislador, ni la administración puedan deshacer la condición 
de protección que ostentan, ni descategorizarlas como parques natu-
rales, toda vez que esa es la garantía de otros derechos como el medio 
ambiente sano o el desarrollo sostenible. Esto quiere decir que la dis-
posición constitucional –según la sentencia antes citada– no busca en 
realidad que los bienes incluidos en los parques naturales no se pue-
dan enajenar o embargar, sino que su objetivo material es que no se 
puedan sustraer.

No obstante, no se comparte la postura de la Corte Constitucional en 
dicha sentencia, porque tal como ocurre con los conceptos de disposi-
ción y venta, que se encuentran interconectados pero que no significan 
lo mismo (sino que el uno hace parte del otro), lo mismo ocurre con las 
características de inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabili-
dad de cara a la imposibilidad de sustraer áreas.

Para explicar lo antes anotado, nos remitimos al concepto de sustrac-
ción, entendido como un mecanismo legal para –permítase la expre-
sión– “levantar” o suprimir la condición de protegida del área y dejarla 
en el estado jurídico anterior a la declaratoria. De manera que, si bien 
este instrumento funge como transformador de la condición del área, 
además de ser un elemento que sirve para retirar la protección y regu-
lación que acompaña al terreno declarado como área protegida, ello no 
equivale precisamente a un atributo del derecho de dominio, como si lo 
representan las facultades de disposición o enajenación. Es decir, con la 
sustracción de un área protegida se eliminan las limitaciones y restric-
ciones con las que cuenta cada área, de acuerdo a sus objetivos y finali-
dades, entre ellas, las mencionadas en el artículo 63 constitucional.
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No obstante, si bien es necesario que el área cuente con el estatus 
de parque natural para que operen las restricciones que contempla el 
artículo 63 constitucional, ello no quiere decir que las limitaciones del 
mencionado artículo impliquen estrictamente la imposibilidad de sus-
traer un parque natural, por lo que se considera que la Corte confundió 
dos conceptos distintos como equivalentes. De forma que, aunque una 
es requisito necesario para poder llegar a la otra, no quiere decir que el 
constituyente al prohibir la enajenación, embargo o prescripción de los 
parques naturales, haya pretendido solo impedir su sustracción, pues tal 
como se expuso antes, ambos conceptos atienden a criterios diferentes.

3. Las mutaciones del derecho de
propiedad en parques naturales122

Hasta el momento se ha apreciado que el derecho de propiedad, como 
consecuencia de principios como la prevalencia del interés general, las 
funciones social y ecológica y la connotación de conceptos como la uti-
lidad pública, hoy en día no es el mismo. Su núcleo esencial, atributos, 
limitaciones y los condicionamientos para que pueda practicarse, han 
cambiado en las últimas décadas atendiendo a la evolución social, jurí-
dica y ecológica del derecho. 

En efecto, se ha visto cómo al ejercerse este tipo de derecho sobre 
terrenos declarados como parques naturales, el mismo ha evidenciado 
varios cambios sustanciales como los siguientes:

En sus atributos: Las facultades tradicionales del derecho han cedi-
do a otros intereses, mientras que para el propietario eran medulares 
los atributos de uso, goce, disposición y explotación de los bienes con 
las mínimas restricciones posibles, para el propietario de zonas com-
prendidas dentro de parques naturales, es ordinario que algunos de 
estos atributos no sean tan nucleares y deban ceder con facilidad ante 
intereses sociales y ambientales.

122 Autores como Santaella Quintero han hablado de la “transformación del derecho de 
propiedad” dentro de los antecedentes a la proclamación constitucional de la función 
social del derecho de propiedad, en concreto, de cara a las críticas que sufrió el sistema 
individualista en dicho momento. “El régimen constitucional de la propiedad privada y su 
garantía en Colombia. Análisis fundamentado en el estudio de las garantías de la propie-
dad privada en los ordenamientos constitucionales alemán y español”, cit.
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En sus mínimos: A diferencia de lo que ocurre con la propiedad so-
bre bienes distintos a los parques naturales o a los que gozan de algún 
tipo de protección similar, la fuerte influencia de la función ecológica 
ha conllevado a que la existencia de unos mínimos para ejercer el de-
recho de dominio sean en este ámbito menores, debido a los múltiples 
condicionamientos que se deben respetar y observar al ejercer el de-
recho. De manera que las limitaciones no se reflejan en este contexto 
como una excepción a la regla general, sino en ocasiones como la regla 
general en sí misma.

En su similitud con otros derechos reales: Los condicionamientos que 
sufre el propietario de bienes ubicados en áreas declaradas como par-
ques naturales son tan particulares, que desde cierta óptica pueden en 
su materialidad tener puntos de contacto con otros derechos reales, 
incluso cuando en su configuración sean concebidos aún como formas 
de dominio.

Estas circunstancias denotan que el mencionado derecho a la fecha 
ha sufrido alteraciones importantes dado que en su específica dimen-
sión actual, el titular del derecho debe someterse a fuertes limitaciones 
de manera que se protejan otros valores constitucionales como la ga-
rantía del medio ambiente sano o el mismo desarrollo sostenible.

De esta forma y con todas estas transformaciones que ha sufrido 
el derecho de dominio en este contexto, se ha cuestionado también si 
este en su forma actual, aún puede seguir siendo denominado como 
una forma de propiedad, si guarda mayor relación con algún otro de-
recho real, o si atiende a una nueva figura jurídica que todavía no ha 
tenido cabida dentro del ordenamiento.

B. Afinidad entre el concepto de propiedad en
parques naturales y los derechos reales.
¿Nueva forma de derecho sui generis?

De lo hasta aquí expuesto, es decir, las limitaciones, condiciones, res-
tricciones y particularidades del dominio ejercido en áreas declaradas 
como parques naturales, surgen dudas, primero frente a la compatibi-
lidad entre esta forma de propiedad y la propiedad que por lo general 
se ejerce frente a otros bienes, y segundo, frente a su concordancia con 
otros derechos reales.
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1. Correspondencia entre la propiedad en
general y la propiedad en parques naturales

Los condicionamientos tan particulares ya expuestos a los que se en-
cuentra sometido el derecho de propiedad cuando es ejercido en áreas 
declaradas como parques naturales, han dejado preguntas frente a la 
existencia material de un derecho de dominio sobre los mencionados 
inmuebles. Esto atiende a que de manera tangencial no parecen muy 
afines los conceptos de propiedad en general y propiedad en parques, 
debido a sus sendas diferencias sustanciales. El ejercicio del derecho 
de dominio en la órbita de los parques naturales no es similar al que se 
ejercería sobre otro bien cualquiera, motivo por el cual dedicaremos 
algunas líneas a tratar de descubrir si el mismo puede seguir enmarca-
do dentro del derecho de propiedad en general o no. 

Tal como se presentó antes, el ejercicio del derecho de dominio en 
parques naturales implica unos atributos distintos a los del derecho de 
propiedad en general, pues mientras que este último otorga al titular 
las facultades de uso, goce, disposición y explotación, el primero de 
ellos permite a su titular ejercer todos menos el de disposición. Así 
mismo, tal como se ha insistido, también hay una diferencia radical en 
cuanto a sus limitaciones, pues mientras que el propietario de bienes 
no ubicados en parques naturales puede ejercer su derecho de domi-
nio siempre que no contraríe la ley o el derecho ajeno, el propietario 
de bienes comprendidos dentro de las áreas de parques debe sujetarse 
en forma estricta a la habilitación de actividades contemplada por la 
ley y el reglamento. 

De acuerdo a estas situaciones específicas, se puede apreciar que 
el derecho de propiedad en este escenario de parques naturales tiene 
unas aristas que lo identifican y particularizan respecto de las otras 
formas de dominio.

2. Posible desfiguración del derecho de
propiedad en el derecho de usufructo

El derecho de usufructo, en los términos del artículo 823 del Código 
Civil, a diferencia del derecho de dominio, implica sólo la facultad de 
gozar de una cosa, sin poder disponer de ella. En palabras de Fernando 
Hinestrosa Forero: “El usufructo es un derecho real en cosa ajena, 
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mediante el cual su titular puede usarla y hacer suyos los frutos, dejan-
do a salvo la sustancia de la cosa (sin destruirla o dañarla)”123. 

Más adelante agrega el mismo autor:

Cualesquiera cosas pueden ser objeto de usufructo; el contenido del usufructo: 
permite el uso y apropiación de los frutos que se hace por percepción 
(supra §§ 18-27); no obstante el carácter altamente personal del derecho, 
el usufructuario puede dar la cosa en arrendamiento, pero sin transferir el 
derecho mismo (art. 352 C. C.)124. 

Si se analiza la esencia del derecho real de usufructo, dejando de lado 
que se trata de un derecho que se predica de una cosa ajena, compren-
de el ejercicio de los atributos de uso, goce y explotación sobre un bien, 
sin alterar la sustancia de la cosa. Esto, conectado con la exposición 
realizada en el capítulo anterior, en principio coincide con las faculta-
des de las que goza el propietario de bienes ubicados en zonas declara-
das como parques naturales, pues allí sólo está permitido hacer lo que 
contempla la ley y el reglamento, al impedir que se realicen alteracio-
nes sustanciales: a diferencia de lo que ocurre por lo general con otras 
formas de propiedad, esta resulta inenajenable si se trata de disponer 
del derecho a una persona distinta del mismo Estado. 

De manera que, bajo estos lineamientos, es admisible la posibilidad 
de reconocer que la propiedad ejercida sobre parques naturales, muy 
a pesar de ser contemplada como un tipo de dominio, tenga caracterís-
ticas elementales muy similares a las del derecho de usufructo.

No obstante, aun cuando el argumento anterior se considere un exa-
brupto, además permanece el interrogante que no ha sido resuelto por 
la legislación civil, consistente en determinar que, si bien en el marco 
del mencionado artículo 669 del Código Civil, la propiedad separada 
del goce se conoce como nuda propiedad, cómo se debe entender la 
propiedad separada de la disposición.

123 Fernando Hinestrosa Forero. Apuntes de derecho romano –Bienes–, Bogotá, Externado, 
2005, p. 83.

124 Ídem.
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3. Correspondencia entre la propiedad en
parques naturales y otros derechos reales

Los derechos reales en los términos del citado artículo 665 del Código 
Civil, son entendidos como aquellos que se tienen sobre una cosa y 
frente a una generalidad de personas o, en palabras de Hinestrosa 
Forero, como el derecho “oponible a quienquiera que sea, la cosa es 
rescatable de las manos en que se encuentre”125. 

Los derechos reales, según señala el mencionado código, son: el do-
minio, la herencia, el usufructo, el uso o habitación, las servidumbres, 
la prenda y la hipoteca. Sin embargo, toda vez que el derecho de do-
minio ha sido analizado a lo largo del presente trabajo y el usufructo 
también fue objeto de estudio con anterioridad, solo resta analizar el 
contenido y la compatibilidad de los demás derechos reales de cara a 
la propiedad en parques naturales.

Dicho lo anterior, procedemos a analizar si el dominio ejercido en 
parques puede ser asemejable o encuadrable en alguno de los otros 
derechos reales mencionados con anterioridad. 

Así las cosas, el derecho real de uso es entendido como aquel que se 
ejerce sobre una cosa ajena para darle un empleo, pero sin la posibili-
dad de percibir sus frutos. En cierta manera, ha sido entendido como 
un derecho de usufructo restringido. 

En este mismo sentido, el derecho de habitación es entendido como 
la utilidad de morar en los espacios restantes de una casa y sus reglas 
son las mismas del derecho de uso126. 

La servidumbre por su parte, es comprendida en los términos del 
artículo 879 del Código Civil como un gravamen o limitación que recae 
sobre un predio a favor o utilidad de otro predio de diferente dueño, de 
manera que el propietario del predio dominante agrega a su dominio 
la ventaja otorgada por el predio sirviente, mientras que el propietario 
de este último predio está limitado en su dominio a lo que impone la 
servidumbre127. 

La prenda y la hipoteca constituyen derechos reales sobre un bien 
ajeno, cuya función es servir de garantía de cumplimiento de alguna 

125 Hinestrosa Forero. Apuntes de derecho romano –Bienes–, Bogotá, cit., p. 76.
126 Ídem. 
127 Ídem. 
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obligación. La primera de ellas recae sobre bienes muebles, mientras 
que la segunda recae sobre inmuebles. La prenda, permite al titular 
disponer de la cosa o tomarla a su favor, mientras que en la hipoteca el 
bien permanece en poder del deudor y solo da al acreedor el derecho 
a perseguirlo en el evento de mora en el cumplimiento de la obligación 
personal de la que accede128. 

Por otra parte, tal como se aprecia, el derecho de propiedad en par-
ques naturales puede ser entendido como aquel derecho real que recae 
sobre un bien inmueble propio que ha sido declarado como parque na-
tural, cuyos atributos consisten en usar, gozar y explotar el bien, y se 
limita en forma exclusiva a las actividades de investigación, control, edu-
cativas, recreativas, de conservación y cultura, sin que con ellas se pierda 
una facultad genérica de aprovechamiento económico del derecho.

De esta forma, dadas las anteriores definiciones, al tratar de encua-
drar la figura jurídica de dominio en parques naturales dentro del mar-
co de alguno de los derechos reales descritos, se observa que, a pesar 
de estar comprendida dentro del criterio general de derechos reales, 1. 
No es un derecho real que se ejerza sobre cosa ajena, lo que lo diferen-
cia de todos los derechos expuestos antes; 2. Su existencia no implica 
un límite o gravamen para una persona distinta que para sí misma; y 
3. Permite que su titular se haga a los frutos de la cosa, excluyendo en 
este sentido su afinidad con el derecho de uso o habitación y con los de 
prenda e hipoteca. 

Así las cosas, no obstante esta clase de dominio guarda una afinidad 
cercana con los conceptos de dominio en general y usufructo, no existe 
una compatibilidad exacta en relación con ellos, sino que viene a cons-
tituir una categoría diferente y sui generis de derecho.

4. ¿Nueva forma sui generis de derecho?

De suerte que realizado el anterior análisis, se concluye que el derecho 
de propiedad en parques debe ser considerado como un derecho real, 
cuyas particularidades generan unas condiciones especiales para su ti-
tular y cuyas características y atributos no coinciden del todo con las 
demás categorías de derechos dispuestas por el ordenamiento. Ahora, 

128  Hinestrosa Forero. Apuntes de derecho romano –Bienes–, Bogotá, cit., p. 76.. 
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el interrogante que surge a renglón seguido es, si en este mismo ejer-
cicio académico quisiéramos conocer las consecuencias que tendría o 
tiene el mantener el derecho de propiedad en parques naturales tal y 
como se encuentra consagrado en la ley hoy, tendríamos que empezar 
a hablar en la segunda parte de este capítulo de una posible situación o 
ruptura al principio de legalidad y un quebrantamiento al principio de 
igualdad de los ciudadanos ante las cargas públicas.

II. Consecuencias y retos

Hasta este punto se ha estudiado en qué consiste el núcleo esencial del 
derecho de dominio, cuáles son sus singularidades al ejercerse sobre 
parques naturales y qué puntos de contacto tiene con otros derechos 
reales. Con base en esto, se finalizará la exposición del presente capí-
tulo con el análisis de las posibles consecuencias que la situación aca-
rrea y la enunciación de ciertos retos que implican para la ciencia del 
derecho.

A. Posible situación de ruptura al
principio de legalidad o prohibición

No obstante el análisis realizado, lo cierto es que en la actualidad la 
propiedad en Parques es concebida jurídicamente como parte del de-
recho de propiedad en general y no como un derecho independiente, lo 
que implica que para los propietarios de estas áreas existen –tal como 
se ha expuesto– unas condiciones restrictivas que limitan su derecho 
de manera radical. Tal como se había anunciado antes, esto significa 
que toda vez que los propietarios de estas zonas, no sólo se encuen-
tran vinculados por las disposiciones prohibitivas, sino sobre todo por 
aquellas que los habilitan a actuar de una determinada manera, se ha 
llegado a considerar que este tipo de dominio en parques constituye 
una materialización del principio de prohibición en su modalidad po-
sitiva, ya que estos sujetos no sólo se encuentran obligados a observar 
lo que les está restringido hacer, sino que en su actuar deben sujetarse 
a lo que les está permitido en forma expresa.

Recordemos que Colombia está definida desde su Constitución 
como un Estado social de derecho (art. 1.°, C. P.) al que le correspon-
den como fines esenciales, entre otros, garantizar la efectividad de los 
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principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, cuyas 
autoridades están instituidas para proteger a todas las personas en 
sus derechos y libertades (art. 2.°, C. P.). De manera que cuando habla-
mos de esta condición jurídica del Estado colombiano, partimos de la 
base de que se encuentra garantizado el ejercicio de ciertas libertades 
a los ciudadanos, por lo tanto, su posición ante el ordenamiento jurí-
dico tiene una protección especial. Dentro de esta filosofía se empieza 
a estudiar el principio de legalidad como el paradigma para que los 
individuos se sujeten al cumplimiento de la ley, que con base en esas 
libertades que se reputan propias de su existencia, puedan realizar to-
das aquellas actividades que la Constitución o la ley no declaren de 
manera clara como prohibidas, bajo la máxima de que “todo lo que no 
esté prohibido, se reputa permitido” o principio de prohibición en su 
vinculación negativa.

En atención a esta misma lógica en la que las libertades son propias 
de los ciudadanos, pero en la que los servidores públicos deben suje-
tarse a las competencias y facultades conferidas por el ordenamiento 
jurídico, se aplica la máxima contraria: “lo que no está expresamente 
permitido se reputa prohibido” o principio de prohibición en su vincu-
lación positiva.

Según algunos doctrinantes, esta diferenciación atiende a múlti-
ples razones, entre las que se encuentran: 1. La administración pública 
existe en virtud de la Constitución y la ley, mientras que el individuo 
existe por sí mismo sin necesidad de ley alguna que lo cree, lo que de-
termina que la primera opere bajo el imperio de la ley y la otra en el 
margen de la misma; 2. La administración funciona bajo la forma de un 
instrumento organizativo de poder encaminado a la materialización de 
ciertas finalidades, mientras que los ciudadanos actúan como sujetos 
del derecho mismo129.

A pesar de lo anterior, tal como se mencionaba al principio, en cuan-
to al ejercicio del derecho de propiedad privada en terrenos declarados 
como parques naturales se refiere, existe un listado de facultades a las 
que el propietario se debe sujetar, lo que a la postre se traduce en que 
“lo que no está expresamente permitido, para ellos se reputa prohibi-
do”. Sin embargo, esta circunstancia rompe el principio de prohibición 

129 Tomás de la Quadra-Salcedo Fernández del Castillo. “El principio de legalidad en la 
actuación de las administraciones públicas”, Madrid, Universidad Carlos iii, 2017.
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en el sentido de que a pesar de que las cargas que debe asumir este 
propietario en razón de las funciones sociales y ecológicas pueden des-
balancear su situación frente al resto de sujetos, ello no es justificación 
para dar a su condición un tratamiento equivalente al de los servidores 
públicos, ya que en virtud de las razones aducidas con anterioridad, el 
derechohabiente –con ocasión de su dominio–, no pierde su condición 
de particular, por ende, no puede ni debe estar sujeto a unas facultades 
habilitantes, como las que orientan las actuaciones de la administra-
ción pública.

Por lo antes aducido, se insiste, al limitar las acciones de este tipo 
de propietarios a las que establece la ley o el reglamento, se le les da el 
tratamiento de servidores públicos, lo que a las luces del ordenamien-
to jurídico implica una ruptura al principio de legalidad o prohibición.

B. Condición del propietario de terrenos
declarados como parques naturales frente al
principio de igualdad ante las cargas públicas

Ha manifestado la Corte Constitucional que a partir de la premisa con-
tenida en el artículo 13 de la Carta Superior, en la que se consagra la 
igualdad como derecho y como principio (cuestión que se traduce, en-
tre otras cosas, que en todas las personas deben recibir el mismo trato 
y protección por parte de las autoridades y la ley), surge el principio de 
igualdad ante las cargas públicas como una reacción del derecho ante 
los eventos en los que aun frente al actuar lícito y legítimo de la admi-
nistración pública, se ejecuta una acción que busca satisfacer el interés 
general de la comunidad, pero que a su vez ocasiona un perjuicio con-
creto a una persona o grupo130. 

Es claro que la antijuridicidad del daño no se reputa de la licitud de 
la actuación administrativa o por que la conducta no se ajusta a de-
recho, sino porque genera un perjuicio cuyo titular no tiene el deber 
jurídico de soportar.

Esta teoría del principio de igualdad o equilibrio ante las cargas pú-
blicas fue concebida en Francia, en donde para estructurar la respon-

130 Corte Constitucional. Sentencia C-038 de 1.° de febrero de 2006, M. P.: Humberto A. 
Sierra Porto.
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sabilidad del Estado legislador se partió de la base de los siguientes 
elementos: 1. Una carga anormal y especial creada por la ley, que quie-
bra el principio de igualdad ante las cargas públicas; 2. Una falta de 
exclusión dentro del cuerpo de la ley de la potencial indemnización a 
los afectados; y 3. Una materialización del interés general a través de 
la ley131. 

De esta forma, el Consejo de Estado mencionó:

En síntesis, puede afirmarse que el título de imputación jurídica sobre el 
cual se edifica el juicio de responsabilidad para el Estado, lo constituye el 
rompimiento del equilibrio de las cargas públicas, ocasionado por la actividad 
legítima de autoridades estatales (Congreso y Presidente de la República), 
que causa daño antijurídico, respecto del cual, el administrado no está en el 
deber de soportar, pues la carga pública debe ser colectiva, no debe correr 
a cargo de una persona en particular. De ahí que sea equitativo, imponer al 
Estado en representación de la sociedad, la obligación de reparar el perjuicio 
irrogado a los actores. Esta solución no es cosa distinta que el cabal desarrollo 
y ejecución lógica del principio de la igualdad ante la ley, previsto en el artículo 
13 de la C. P.132.

De acuerdo a los anteriores planteamientos, se aprecia cómo las limita-
ciones que sufre el propietario de un bien ubicado en parques natura-
les, a pesar de ser legítimas y que tengan como fin la materialización del 
interés general, causan un daño antijurídico al titular y generan una si-
tuación de desigualdad frente a los demás propietarios de otros bienes.

Esto, a partir de la base de que las restricciones impuestas por la ley 
se encuentran fundamentadas sobre todo en la función ecológica de 
la propiedad (en cumplimiento del mandato constitucional), y tienen 
dentro de su planteamiento la inmersión de principios y disposiciones 
contenidas en instrumentos internacionales que resultan de obligato-
rio cumplimiento para el Estado colombiano, evidencia que las limita-
ciones cuentan con un fundamento, desde el punto de vista deontoló-
gico, válido y suficiente para que las mismas no sean contrarias a de-
recho, sino que aparejen la protección al medio ambiente sano, como 
bien colectivo y de interés general.

131 Luis Felipe Botero Aristizábal. La responsabilidad patrimonial del legislador, Bogotá, 
Legis, 2007.

132 Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de 25 de 
agosto de 1998, IJ-001.
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No obstante, lo anterior no es argumento suficiente para descono-
cer que, aunque se trate de un actuar lícito de la administración, esta 
situación irrogue un perjuicio a un grupo de individuos que no tienen 
jurídicamente el deber de soportar de manera exclusiva una situación 
que genera un beneficio para toda la comunidad, lo que a la postre debe 
implicar una necesaria indemnización, de manera que se equilibren de 
nuevo las cargas públicas a todos los ciudadanos133.

C. Expropiación por vías de hecho

Tal como hemos indicado, es jurídicamente admisible la imposición de 
límites que condicionen el ejercicio del derecho a la propiedad priva-
da, pero es necesario que en la afectación se atienda a los principios 
de razonabilidad y proporcionalidad que implican la ponderación de 
los distintos intereses, ya que cuando se logre transgredir ese núcleo 
del derecho de propiedad, la restricción per se puede contener efectos 
expropiatorios sobre el determinado bien.

Esto se traduce en que en el momento de declarar un área como par-
que natural, sin respetar los mencionados principios, la administración 
deberá responder patrimonialmente. Lo que a la postre significa que 
toda intervención por parte del Estado, aun cuando se fundamente en 
las funciones sociales y ecológicas, debe atender a unos límites claros 

133 Frente a este aspecto, Pimiento Echeverri manifiesta: “primero, como lo ha indicado 
la jurisprudencia [...] se debe partir del supuesto de que las afectaciones de los bienes 
inmuebles al interés general son de diversos tipos, alcances y régimen jurídico; de esa 
manera, según el tratamiento legislativo que se le dé a cada una de ellas, el juez podrá 
determinar la ocurrencia de un daño antijurídico partiendo del supuesto de que dichas 
limitaciones se enmarcan dentro de un rango tolerable de restricciones en el ejercicio del 
derecho de propiedad. En segundo lugar, la verificación de un daño antijurídico no tiene 
que ver necesariamente con la pérdida del derecho de propiedad, sino, como ocurre en 
la mayoría de los casos, con una limitación que excede el umbral de tolerancia permitido 
por romper el principio de igualdad de los ciudadanos ante las cargas públicas. En tal 
sentido resulta pertinente señalar que en esos casos el título de imputación ordinario es 
el de daño especial, en la medida en que se acredite que el titular del derecho fue pues-
to en una situación anormalmente grave por una medida legítima del Estado, ello tiene 
sentido, pues en este tipo de eventos no se cuestiona la legalidad del acto que declara 
la afectación al interés general, de allí que proceda el medio de control de reparación 
directa, sino el singular impacto que tal decisión tiene en el patrimonio de una persona 
con respecto a los demás administrados”. Pimiento Echeverri. “La responsabilidad del 
Estado por limitaciones ambientales a la propiedad privada”, cit., p. 361. 
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que como es natural, coinciden con la delimitación del núcleo esencial 
del derecho, so pena de que la decisión tenga alcances expropiatorios.

D. Posibles consecuencias de las rupturas 

En los anteriores numerales se evidenció cómo la forma en la que es 
concebida hoy la propiedad en parques naturales puede conllevar a si-
tuaciones de resquebrajamiento de los derechos e intereses en juego134.

134 Para la Sección Tercera del Consejo de Estado en Sentencia de 9 de mayo de 2012 radi-
cado 21.906, C. P.: Mauricio Fajardo Gómez: “[l]as afectaciones al interés general no re-
sultan per se, contrarias al ordenamiento jurídico, al contrario encuentran claro sustento 
constitucional, sin embargo, toda limitación al ejercicio de propiedad debe analizarse 
mediante un juicio de proporcionalidad para garantizar el equilibrio entre los derechos 
de los propietarios y el interés común, bajo el entendido que se debe respetar en todo 
evento el núcleo esencial de la propiedad puesto que una limitación que exceda dicho 
límite tendría alcances expropiatorios”. Santaella Quintero, haciendo un análisis pro-
fundo de las implicaciones de este fallo comenta: “[l]a más grande contribución del fallo 
que ahora se comenta no consiste en el reconocimiento del eventual deber de reparar los 
daños antijurídicos que puede ocasionar una afectación ambiental; reside en la elabora-
da y robusta construcción argumentativa que le sirve de sustento para fundamentar la 
responsabilidad patrimonial que ocasionalmente tendrá que afrontar la administración 
en estos eventos. Con ella se superan todas las objeciones formuladas a la jurisprudencia 
anterior (I), al tiempo que se sientan las bases firmes para una adecuada comprensión 
del régimen jurídico de la propiedad privada en nuestro orden jurídico (II) y se abre 
uno de los más profundos e interesantes debates del derecho público contemporáneo, 
ausente hasta ahora de nuestro medio, a saber: la problemática referente a los límites 
de las intervenciones que realizan los poderes públicos sobre el derecho de propiedad 
en virtud de su función social y ecológica (III)”. Héctor Santaella Quintero. “Respon-
sabilidad patrimonial del Estado por afectacciones ambientales a la propiedad privada: 
Comentario a la Sentencia de 9 de mayo de 2012 de la Sección Tercera del Consejo de 
Estado”, en Andrés Fernando Ospina Garzón (ed.). Los grandes fallos de la jurispruencia 
administrativa colombiana, Bogotá, Externado, 2013, p. 248. Frente a este mismo fallo, 
Pimiento Echeverri señala “[s]e compromete la responsabilidad del Estado cuando se 
suprime ese mínimo de explotación económica que el texto constitucional le garantiza a 
todo propietario. Pero ello no goza de un grado de concreción tal que solucione los pro-
blemas de la administración para prevenir el daño antijurídico, ni sirve como parámetro 
para el legislador. La jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha enfocado más en el 
carácter de garantía expropiatoria que puede identificar dicho núcleo”. Y más adelante 
agrega: “[l]a determinación del alcance expropiatorio de una decisión administrativa o, 
lo que es lo mismo, el reconocimiento de que ocurrió una expropiación indirecta deben 
ser considerados como títulos autónomos de responsabilidad del Estado, pero sólo en 
la medida en que se acredite que se vulneró el umbral de juridicidad del daño que debe 
erigirse como regla general, aunque no absoluta, en el ejercicio del derecho de propiedad, 
tal como está diseñado en la Constitución Política de 1991”. Pimiento Echeverri. “La 
responsabilidad del Estado por limitaciones ambientales a la propiedad privada”, cit., pp. 
364, 365 y 368.
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De conformidad con ello se cuestiona si es procedente hablar de 
responsabilidad del Estado por el hecho del legislador o si por el con-
trario, la mencionada figura no comprende ninguno de los dos eventos 
destacados. 

Con fundamento en el artículo 90 de la C. P., se habla de responsabi-
lidad patrimonial del Estado cuando le sean imputables daños antijurí-
dicos causados por las acciones u omisiones de sus autoridades públi-
cas. Es de anotar que lo anterior no significa que el órgano legislativo 
responda solo cuando sea declarada la inexequibilidad de una ley, toda 
vez que la idea de daño antijurídico está fundamentada en los princi-
pios de solidaridad e igualdad, mas no en el actuar del legislador135. 

En este sentido, ha reconocido la Corte Constitucional que el control 
de constitucionalidad no es un requisito sine qua non para que se re-
conozca o no la responsabilidad del legislador, pues como se indicaba 
antes, no es esa causa la que da lugar a la configuración de la responsa-
bilidad del Estado legislador, sino que la antijuridicidad del daño tiene 
que ver con la generación de un perjuicio a quien no tiene el deber 
jurídico de soportarlo136. 

Dentro del anterior contexto, en vista de que el régimen jurídico 
de los propietarios de terrenos ubicados en parques naturales gene-
ra condiciones adversas para los derechohabientes, incluso al infringir 
las barreras del núcleo esencial de su derecho que causa rupturas des-
de la perspectiva de derechos como el de legalidad, igualdad y equili-
brio frente a las cargas públicas, se debe estudiar evento por evento, 
cuando con dicha regulación legal se hayan producido daños antiju-
rídicos a los asociados para que el Estado legislador, también respon-
da por dichos perjuicios, incluso cuando la Corte Constitucional ya se 
haya pronunciado a favor de la exequibilidad de las leyes que imponen 
dichas cargas a los propietarios, so pretexto de la función ecológica de 
la propiedad137.

135 María Consuelo Alonso García y Erik Leiva Ramírez. “La responsabilidad del Estado 
por la responsabilidad del legislador”, Revista de Derecho del Estado, n.° 29, julio-diciem-
bre de 2012, pp. 145 a 173. 

136 Sentencia C-038 de 2006, cit.
137 Sentencia C-189 de 2006, cit.
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E. Nuevos retos

1. La imperiosa compra o adquisición del
bien por parte del Estado con un límite temporal138

Recordemos que a través de la citada Sentencia C-649 de 1997, se dis-
puso que dentro de las zonas delimitadas como parques naturales, se 
encuentran involucrados tanto terrenos de propiedad pública como de 
propiedad privada, aunque esta última se encuentre gravada por la fi-
nalidad de interés público, ello no es óbice para que el bien pertenezca 
a una órbita de dominio privado y que por ende, atienda al llamado de 
los intereses de su titular.

También se dijo que hoy no existen límites temporales para que el 
Estado expropie o compre un bien de las mencionadas condiciones, 
circunstancia que agrava de modo indefectible la situación del propie-
tario del terreno declarado como parque natural. 

No obstante, toda vez que las restricciones impuestas a este tipo de 
propietarios, tal como se expuso, comportan una fuerte afectación al 
núcleo esencial de su derecho, es necesario que el Estado no sea ajeno 
a dicha situación y con un límite temporal razonable, adquiera o ex-

138 Si bien no hace parte del espectro del presente trabajo (cuyo objeto esta circunscrito 
de manera específica a los parques naturales), es importante resaltar que el Consejo de 
Estado, a través de Sentencia de 5 de noviembre de 2013, radicado 36.643, C. P.: María 
Claudia Rojas Lasso, definió la suerte de los cerros orientales de la ciudad de Bogotá, los 
cuales desde 1976 gozaban de la calidad de reserva forestal protectora y por Resolución 
463 de 14 de abril de 2005, expedida por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desa-
rrollo Territorial, sufrieron una sustracción en 973 hectáreas del terreno global del área 
protegida. De esta manera, a través de acción popular se demandó dicha resolución por 
resultar presuntamente violatoria de sendos derechos colectivos, tales como el ambien-
te sano, la moralidad administrativa, el patrimonio público, etc. Aun cuando el Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca ordenó, entre otras cosas, que el Distrito adquiriera los 
predios de propiedad particular existentes en la franja de adecuación, el Consejo de Es-
tado decidió revocar tal determinación, teniendo en cuenta los derechos adquiridos con 
justos títulos por algunos propietarios, el principio de sostenibilidad fiscal y los cambios 
irreversibles que había sufrido el suelo en tal franja de la reserva. De esta manera, si bien 
en opinión de la autora, es necesario que exista un límite temporal para que el Estado se 
haga al bien comprendido dentro de la categoría de parque natural, a hoy, la jurispruden-
cia ha dejado abierta la posibilidad de que esto no constituya una obligación frente a otro 
tipo de áreas, como las reservas forestales protectoras.
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propie dichos bienes, para que de esta forma se restablezca de alguna 
manera la protección a esos derechos individuales139. 

2. La necesaria utilidad económica para
el titular del derecho de propiedad

Si bien no se ha explicado doctrinal, legal o jurisprudencialmente en 
qué debe consistir la utilidad o el aprovechamiento económico del de-
recho de propiedad en estos eventos, a través del presente escrito se 
presentó dicha atribución como la posibilidad de poder disponer del 
bien, haciéndolo objeto de negocios jurídicos, e incluso de poder darle 
una destinación que resulte fructífera para su titular. Sin embargo, tal 
como se apreció en su momento, dicha facultad de aprovechamiento en 
el contexto de parques naturales, resulta bastante limitada, de manera 
que se vacía casi por completo el contenido económico del derecho140. 

De esta forma, se debe manifestar que, no obstante la situación de 
intemporalidad para el Estado comprar, expropiar o permitir que se 
decida la suerte jurídica de un bien catalogado como parque natural, 
es necesario que el titular del derecho pueda obtener algún tipo de 
utilidad económica (diferente al ecoturismo) que justifique un interés 
privado sobre la propiedad, tales como proyectos productivos ecosus-
tentables, e incluso la simple enajenación de tales bienes141.

139 López Cárdenas. “Parques nacionales naturales ¿Es legítimo restringir intemporalmente 
la enajenación de bienes inmuebles privados?”, cit.

140 El Consejo de Estado en la mencionada providencia de 2012 mencionó: “De manera gene-
ral, si el juez, a la luz de los hechos probados en el proceso, encuentra que la afectación al 
interés general excede las cargas derivadas de la función social y ecológica de la propie-
dad se configurará la existencia de un daño antijurídico y se ordenará la indemnización 
de los perjuicios materiales causados por la afectación, es decir, el daño emergente y el 
lucro cesante, cuando a ello hubiere lugar, puesto que en este evento la afectación tendrá 
alcance expropiatorio”.

141 López Cárdenas. “Parques nacionales naturales ¿Es legítimo restringir intemporalmente 
la enajenación de bienes inmuebles privados?”, cit.
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3. El obligatorio respeto a los atributos
mínimos del derecho de dominio, incluso
cuando este es ejercido en parques naturales

Si bien el legislador colombiano se encuentra facultado para poder li-
mitar el derecho de propiedad, hasta donde las funciones sociales y 
ecológicas permitan hacerlo, no se puede perder de vista que en virtud 
de la delimitación del núcleo esencial del derecho en estas áreas reali-
zada por la jurisprudencia constitucional, existen unos atributos míni-
mos que deben ser garantizados de manera cardinal, de suerte que el 
derecho no se desnaturalice.

De este modo, será necesario que desde lo formal y material, el pro-
pietario de estos terrenos pueda usar, gozar y explotar este tipo de 
bienes, como es obvio, respetando ciertos límites y de acuerdo a sus 
finalidades naturales, pero también con la garantía que el derecho siga 
siendo practicable. 





Conclusiones

Producto del presente análisis, la primera conclusión a la que podemos 
llegar es que con la declaración de una zona como área protegida, se 
busca la consecución de unos objetivos concretos encaminados sobre 
todo a la preservación de las condiciones naturales (incluida la de sus 
poblaciones y hábitats), al mantenimiento de la capacidad productiva 
de los ecosistemas y en general, a la conservación de la biodiversidad 
allí inmersa.

Como consecuencia de ello, también se concluye que con la declara-
toria de un bien como parte del Sistema de Parques Nacionales Natura-
les (miembro este a su vez del conjunto denominado Áreas Protegidas 
Públicas), surgen una serie de deberes para el propietario del área, en 
orden a cumplir con los objetivos de conservación arriba mencionados. 

Esta situación implica que en los eventos en los que se presente 
propiedad privada en parques naturales, el sistema de parques se con-
vierte en un límite al ejercicio del derecho y los propietarios deben 
allanarse por completo al cumplimiento de las finalidades del sistema, 
no solo al sujetarse al régimen de actividades prohibidas, sino también 
realizar solo las actividades que les están expresamente permitidas. 
Dicha circunstancia asemeja su condición a la de un servidor público 
y no a la del resto de particulares, lo que rompe con el principio de 
prohibición, en el sentido de que a pesar de que las cargas que debe 
asumir este propietario en razón de las funciones socio-ecológicas 
pueden desbalancear su situación frente al resto de sujetos, ello no es 
justificación para dar a su condición un tratamiento equivalente al de 
los servidores públicos, ya que el derechohabiente –con ocasión de su 
dominio– no pierde su condición de particular y por ende no puede ni 
debe estar sujeto a unas facultades habilitantes como las que orientan 
las actuaciones de la administración pública.

89
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Se concluye así mismo que con la Constitución Política de 1991, se 
acepta la inclusión de la función ecológica de la propiedad como el fun-
damento para toda limitación que se haga al derecho de dominio y que 
busque la consecución de fines ambientales, de manera que, cuales-
quiera sea el propietario de un determinado bien, respete las restric-
ciones impuestas en razón de su dominio.

De igual forma, se insistió en el transcurso del presente trabajo en 
que las características tradicionales del derecho de dominio han sufri-
do cambios radicales con ocasión de la constitucionalización del dere-
cho de propiedad, por tanto, los atributos de uso, goce y disposición 
deben entenderse de acuerdo a las transformaciones sufridas por el 
derecho y a las funciones que el mismo debe cumplir. Debido a esta 
cuestión, se expuso en qué consisten las mutaciones del derecho en 
lo que respecta a sus atributos, sus mínimos y su afinidad con otros 
derechos reales.

En este sentido, a pesar de que el legislador en uso de sus potestades 
puede limitar el derecho de dominio, a la hora de imponer restriccio-
nes al mismo, debe conservar como norte los principios de razonabi-
lidad y proporcionalidad, en ningún caso puede imponer limitaciones 
que excedan el núcleo esencial del derecho, pues es este elemento la 
mayor camisa de fuerza a la hora de regular el contenido de una deter-
minada facultad jurídica. 

También se expuso bajo qué escenarios la Corte Constitucional co-
lombiana ha reconocido como afín al núcleo esencial del derecho de 
propiedad, el que el legislador establezca prohibiciones frente a la ena-
jenación de ciertos bienes, toda vez que se requiere acreditar que las 
mismas, además de preservar un interés superior, no afectan las potes-
tades de uso, goce y explotación, ya que estos atributos le confieren al 
titular la posibilidad de obtener una utilidad económica y legitiman la 
existencia de un interés privado sobre el bien. Lo anterior, en atención 
a que la regulación del sistema de parques naturales hace que la limita-
ción del derecho sea más agresiva, por lo que si con ocasión de alguna 
afectación se vulnera el núcleo esencial del derecho, el bien debe ser 
adquirido mediante compra o expropiación.

De la misma manera, se apreció cómo el núcleo esencial del dere-
cho de propiedad puede ser analizado desde dos perspectivas distintas 
pero que a la postre se retroalimentan: una de ellas establece que para 
que el derecho pueda ser ejercido se requiere garantizar el ejercicio de 
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los atributos mínimos de uso, goce y explotación; la otra, parte de la 
base del contenido económico del derecho que busca materializar el 
interés privado que sobre él recae. De suerte que ambas teorías sobre 
el núcleo esencial buscan garantizar ciertos mínimos para que el dere-
cho se concrete y no se tergiverse con otras figuras jurídicas.

De esta forma, una vez realizado el análisis del núcleo esencial del 
derecho de propiedad, se observa que debido a todas las restricciones 
y condicionamientos a los que debe someterse cuando es ejercido en 
parques naturales, desde la perspectiva de las teorías construidas por 
la jurisprudencia y la doctrina, puede considerarse que en esta virtud 
el derecho se hace irrealizable de la forma en la que se encuentra con-
cebido y que como consecuencia, el Estado tiene el deber de adquirir 
el bien con un límite temporal, a través de los mecanismos constitucio-
nales y legales correspondientes.

En el capítulo tercero, se concluyó por qué los parques naturales no 
sólo se encuentran sujetos a la prohibición de venta de tierras consa-
grada por la Ley 2 de 1959, sino que también lo hacen a la condición de 
inalienabilidad dispuesta por el artículo 63 de la Constitución, situa-
ción que restringe por completo la tradicional facultad de disposición 
de los propietarios. También se explicó por qué si bien es necesario 
que el área cuente con el estatus de parque natural, por ende, que no 
se encuentre sustraída para que operen las restricciones que contem-
pla el artículo 63 Superior, ello no quiere decir que las limitaciones del 
mencionado artículo equivalgan a la imposibilidad de sustraer un par-
que natural, por lo que se considera que la Corte confundió dos con-
ceptos distintos como equivalentes.

Así mismo, se observó cómo a pesar de que la propiedad ejercida 
sobre parques naturales es contemplada como un tipo de dominio, se 
admite la posibilidad de reconocer que la misma tenga características 
elementales muy similares a las del derecho de usufructo, y algunos 
puntos de contacto con otros derechos reales. No obstante, toda vez 
que esta clase de dominio guarda una afinidad cercana con los concep-
tos de dominio en general y usufructo pero no existe una compatibili-
dad exacta con ninguna de las mencionadas figuras, se concluye que el 
dominio en parques naturales constituye una categoría diferente y sui 
generis de derecho. De esta manera, la propiedad en parques naturales 
debe ser considerada como un derecho real, cuyas particularidades ge-
neran unas condiciones especiales para su titular y requieren un nuevo 
lugar dentro del ordenamiento.
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De acuerdo al análisis realizado frente al principio del equilibrio 
ante las cargas públicas que deben soportar los ciudadanos, se puede 
concluir que las limitaciones que sufre el propietario de un bien ubi-
cado en parques naturales, a pesar de ser legítimas y que tengan como 
fin la materialización del interés general, causan un daño antijurídico 
al titular y generan una situación de desigualdad del mismo frente a los 
demás propietarios de otros bienes.

De conformidad con los resquebrajamientos que puede sufrir el de-
recho, tanto en su núcleo esencial como en el principio de legalidad, 
o en el equilibrio frente a las cargas públicas, es menester realizar un 
análisis de cada caso en pro de determinar si se generaron daños anti-
jurídicos a los ciudadanos, de forma que el legislador deba responder 
por su actividad.

Sumado a lo anterior, se aprecia cómo tal como se encuentra con-
templado el derecho de dominio o propiedad, las restricciones a este 
derecho –provengan de intereses públicos o privados– siempre debe-
rán atender a criterios muy excepcionales (limitándolo de la menor 
manera posible), de suerte que no se desnaturalice el derecho en sí 
mismo.

De conformidad con lo anterior, se proponen como nuevos retos que 
el derecho debe afrontar en este sentido: 1. Los correspondientes a la 
imperiosa adquisición del bien por parte del Estado con un límite tem-
poral; 2. La necesaria utilidad económica para el titular del dominio; y 
3. El obligatorio respeto a los atributos mínimos del derecho.
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